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I.  EL DERECHO A LA DEMOCRACIA Y SU NECESARIA GARAN TÍA POR 

EL JUEZ CONSTITUCIONAL 
En el mundo contemporáneo, particularmente en los regímenes donde existe un Estado 

democrático de derecho, además del derecho a la Constitución y su supremacía, y además 
de los clásicos derechos políticos de los ciudadanos, cuya garantía esencialmente 
corresponde al Juez Constitucional, se puede identificar entre los últimos, el derecho 
ciudadano  a  la democracia,1 es decir, a que en el Estado Constitucional el pueblo y los 
ciudadanos gobiernen a través de sus representantes, sometidos a control. La consecuencia 
de esta aproximación, por supuesto, es que los derechos políticos han comenzado a dejar de 
estar reducidos a los que generalmente se habían enumerado expresa y aisladamente en las 
Constituciones, como ha sido el caso del derecho al sufragio, del derecho al desempeño de 
cargos públicos, del derecho a asociarse en partidos políticos, y más recientemente, del 
derecho a la participación política en forma directa; pudiéndose identificar además, un 
derecho a la democracia que los comprende a todos.  

Este derecho a la democracia, exige el funcionamiento de un régimen político en el 
cual se garanticen los elementos esenciales de la misma, tal como por ejemplo fueron 
enumerados por la Carta Democrática Interamericana de la Organización de Estados 
Americanos en 2001, y que además del respeto al conjunto de los derechos humanos y de 
las libertades fundamentales, son: 1) el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado 
de derecho; 2) la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio 
universal y secreto, como expresión de la soberanía del pueblo; 3) el régimen plural de 
partidos y organizaciones políticas y 4) la separación e independencia de los poderes 
públicos (Art. 3).  

                                                 
∗     Ponencia elaborada para el XI Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional “Jorge Carpizo, 

organizado por el Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional, la Asociación Argentina de 
Derecho Constitucional, y la Universidad Nacional de Tucumán, Tucumán, 17-19 Septiembre, 
2013. 

1  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Prólogo: Sobre el derecho a la democracia y el control del poder”, 
al libro de Asdrúbal Aguiar, El derecho a la democracia. La democracia en el derecho y la 
jurisprudencia interamericanos. La libertad de expresión, piedra angular de la democracia, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2008, 19 ss.; “Sobre las nuevas tendencias del derecho 
constitucional: del reconocimiento del derecho a la Constitución y del derecho a la democracia”, en  
VNIVERSITAS, Revista de Ciencias Jurídicas (Homenaje a Luis Carlos Galán Sarmiento), 
Pontificia Universidad Javeriana, facultad de Ciencias Jurídicas, No. 119, Bogotá 2009, pp. 93-111;  
“Algo sobre las nuevas tendencias del derecho constitucional: el reconocimiento del derecho a la 
constitución y del derecho a la democracia,” en  Sergio J. Cuarezma Terán y Rafael Luciano 
Pichardo (Directores), Nuevas tendencias del derecho constitucional y el derecho procesal 
constitucional, Instituto de Estudios e Investigación Jurídica (INEJ), Managua 2011, pp. 73-94.    



En cualquier democracia, por tanto, puede decirse que el ciudadano tiene derecho a que 
se garanticen todos esos elementos esenciales, los cuales incluso, en muchas Constituciones 
se han configurado como alguno de los mencionados derechos políticos individualizados, 
como es el caso del derecho a ejercer funciones públicas, del derecho al sufragio, o del 
derecho de asociación en partidos políticos. Sin embargo, considerados en su conjunto, y 
destacándose en particular entre ellos, el relativo a la separación de poderes, se pueden 
configurar, globalmente, como integrando un “derecho a la democracia” que está destinado 
a garantizar el control efectivo del ejercicio del poder por parte de los gobernantes, y a 
través de ellos, del Estado. 

Este derecho a la democracia, por supuesto, sólo puede configurarse en Estados 
democráticos de derecho, no siendo concebible en los Estados con regimenes autoritarios 
donde, precisamente, los anteriormente mencionados elementos esenciales no pueden ser 
garantizados por la ausencia de controles respecto del ejercicio del poder, aún cuando 
pueda tratarse de Estados en los cuales, en fraude a la Constitución y a la propia 
democracia, los gobiernos puedan haber tenido su origen en algún ejercicio electoral.  

“Es una experiencia eterna – como hace varias centurias lo enseñó Charles Louis de 
Secondat, Barón de Montesquieu- que todo hombre que tiene poder, tiende a abusar de él; y 
lo hace, hasta que encuentra límites”, de lo que dedujo su famoso postulado de que “para 
que no se pueda abusar del poder es necesario que por la disposición de las cosas, el poder 
limite al poder”2. De esta apreciación física fue que se derivó, precisamente, el principio de 
la separación de poderes que establecieron todas las Constituciones que se formularon 
después de las revoluciones norteamericana y francesa, convirtiéndose no sólo en uno de 
los pilares fundamentales del constitucionalismo moderno, sino además, de la propia 
democracia tanto como régimen político como derecho ciudadano para asegurar que 
quienes sean electos para gobernar y ejercer el poder estatal en representación del pueblo, 
no abusen del mismo. Por ello, desde la misma Declaración de Derechos del Hombre y del 
Ciudadano de 1789 se estableció, con razón, que “toda sociedad en la cual no esté 
determinada la separación de los poderes, carece de Constitución” (Art. 16).   

Más de doscientos años después, pero con su origen en aquellos postulados, en el orden 
constitucional interno de los Estados democráticos de derecho, es posible entonces 
identificar un derecho a la democracia conformado por los antes mencionados elementos 
esenciales que se complementan con sus componentes fundamentales, enumerados también 
en la misma Carta Democrática Interamericana, y que son los siguientes: 1) la 
transparencia de las actividades gubernamentales; 2) la probidad y la responsabilidad de los 
gobiernos en la gestión pública; 3) el respeto de los derechos sociales; 4) el respeto de la 
libertad de expresión y de prensa; 5) la subordinación constitucional de todas las 
instituciones del Estado a la autoridad civil legalmente constituida y 6) el respeto al Estado 
de derecho de todas las entidades y sectores de la sociedad (Art. 4).  

Al igual que algunos de los antes mencionados elementos esenciales de la democracia, 
muchos de estos componentes fundamentales también se han configurado en las 
Constituciones como derechos ciudadanos individualizados, como es el caso, por ejemplo, 
el conjunto de derechos sociales y la libertad de expresión del pensamiento. Sin embargo, 
también considerados en su conjunto, junto con los elementos esenciales, estos 
componentes fundamentales de la democracia permiten reafirmar la existencia del derecho 

                                                 
2  Charles Louis de Secondat, Barón de Montesquieu, De l’Espirit des Lois I, Libro XI, Cáp. IV, 162-

163 (ed. G. Tunc, Paris 1949). 



ciudadano a la democracia, como derecho fundamental en si mismo, lo que implica por 
sobre todo, la posibilidad ciudadana de controlar el ejercicio del poder. 

Ello tiene una significación e importancia fundamentales en la configuración del 
Estado Constitucional democrático de derecho pues de este factor dependen todos los otros 
elementos que caracterizan la democracia, de manera que sólo controlando al Poder es que 
puede haber elecciones libres y justas, así como efectiva representatividad; sólo 
controlando al poder es que puede haber pluralismo político; sólo controlando al Poder es 
que puede haber efectiva participación democrática en la gestión de los asuntos públicos; 
sólo controlando al Poder es que puede haber transparencia administrativa en el ejercicio 
del gobierno, y rendición de cuentas por parte de los gobernantes; sólo controlando el Poder 
es que se puede asegurar un gobierno sometido a la Constitución y las leyes, es decir, un 
Estado de derecho y la garantía del principio de legalidad; sólo controlando el Poder es que 
puede haber un efectivo acceso a la justicia de manera que esta pueda funcionar con 
efectiva autonomía e independencia; y sólo controlando al Poder es que puede haber real y 
efectiva garantía de respeto a los derechos humanos. De lo anterior resulta, por tanto, que 
sólo cuando existe un sistema de control efectivo del poder es que puede haber democracia, 
y sólo en esta es que los ciudadanos pueden encontrar asegurados sus derechos 
debidamente equilibrados con los poderes Públicos. 

Por ello es precisamente que en el mundo contemporáneo, la democracia no sólo se 
define como el gobierno del pueblo mediante representantes elegidos, es decir, donde se 
garantice el acceso al poder de acuerdo con sujeción al Estado de derecho, sino además y 
por sobre todo, como un gobierno sometido a controles, y no solo por parte del Poder 
mismo conforme al principio de la separación de los poderes del Estado, específicamente 
del Poder Judicial y del Juez Constitucional, sino por parte del pueblo mismo, es decir, de 
los ciudadanos, individual y colectivamente considerados, y precisamente a ello es que 
tienen derecho los ciudadanos cuando hablamos del derecho a la democracia.  

Entre los componentes del derecho a la democracia, por tanto, está no sólo el derecho a 
la representación política, lo que implica que los gobernantes sean electos como resultado 
del ejercicio del derecho al sufragio, sino que el acceso al poder en cualquier caso se haga 
con arreglo a la Constitución y a las leyes, es decir, a los principios del Estado de derecho. 

Esos derechos, en un Estado de derecho, deben ser garantizados por el Juez 
Constitucional quien es el llamado a asegurar no sólo que el ejercicio del poder por los 
gobernantes se realice de acuerdo con el texto de la Constitución y las leyes, sino que el 
acceso al poder se realice conforme a las previsiones establecidas en las mismas. 

En particular, en el sistema democrático establecido en la Constitución, el Juez 
Constitucional es el que tiene que tener a su cargo el controlar que el acceso al poder se 
realice sólo mediante métodos democráticos, de manera que pueda tener competencia, por 
ejemplo, para controlar la constitucionalidad no sólo de la elección sino de la designación  
de gobernantes, e incluso del comportamiento de los partidos políticos, pudiendo proscribir, 
por ejemplo, aquellos partidos con fines no democráticos cuyo objetivo es precisamente 
destruir la democracia. 

Por tanto, frente a violaciones constitucionales que signifiquen ruptura del hilo 
constitucional en el acceso y ejercicio del poder, por ejemplo, cuando mediante un golpe de 
Estado o un golpe a la Constitución se deponga al Presidente de la República, o cuando se 
asume un cargo de elección popular sin tener la legitimidad democrática derivada del 
sufragio para ello, gel Juez Constitucional tiene que asumir el reto de restablecer el orden 
constitucional violado. 



La garantía del derecho a la democracia, por tanto, significa que el Juez Constitucional 
es el que en última instancia debe velar porque el acceso al poder se realice por métodos 
democráticos, conforme a lo dispuesto en las constituciones en materia de representación y 
sufragio. En cambio, resultaría totalmente inconcebible que en un Estado democrático de 
derecho, sea el propio Juez Constitucional el que viole el principio democrático, y sea dicho 
Juez el que designe para ocupar un cargo de elección popular, a quien no ha sido electo por 
el pueblo. Ello sería un contrasentido y un atentado al Estado de derecho, particularmente 
porque el Juez Constitucional no es controlable por ningún otro órgano.  

Y ese absurdo constitucional fue el que precisamente se produjo en Venezuela, entre 
enero y marzo de 2013, al terminar el período constitucional 2007-2013 y comenzar el 
período constitucional 2013-2019, en medio de la enfermedad y desaparición de la vista del 
público, desde diciembre de 2012, del fallecido Presidente Hugo Chávez Frías, quien había 
sido reelecto en octubre de 2012 y debía tomar posesión de su cargo el día 10 de enero de 
2013 como lo exigía la Constitución. En esos dos meses, contrariando el principio 
democrático, el Juez Constitucional en Venezuela, a cargo de la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia, fue precisamente el que violó abiertamente el principio 
democrático, sin que nadie pudiera controlarlo.  

Ello ocurrió mediante la emisión de dos sentencias, dictadas para resolver dos recursos 
de interpretación abstracta de la Constitución – extraña institución procesal constitucional 
por cierto endémica de Venezuela3 - mediante las cuales la Sala Constitucional resolvió lo 
siguiente: mediante la primera, No. 2 el 9 de enero de 2013, la Sala buscó resolver la 
situación jurídica constitucional que produjo la falta de comparecencia del reelecto 
Presidente de la República, Hugo Chávez, para tomar posesión de su cargo el día 10 de 
enero de 2013, que era la fecha en la cual terminaba su período constitucional 2007-2013 y 
comenzaba el período 2013-2019, rehusándose a considerar que esa situación era lo que 
era: una falta absoluta del Presidente electo, al no poder comparecer y tomar posesión de su 
cargo, por encontrarse fuera de Venezuela, concretamente hospitalizado – como se había 
anunciado -, en La Habana, Cuba. Al rehusarse a reconocer la realidad, y sin prueba 
procesal alguna que certificara incluso si el Presidente estaba o no vivo, la Sala declaró que 
había una supuesta “continuidad administrativa” de la gestión de un Presidente enfermo y 
ausente que terminaba su período el 10 de enero de 2013, y que comenzaba uno nuevo el 
mismo día, pero sin saber procesalmente cual era realmente su estado de salud, y quien 
obviamente no estaba en ejercicio de su cargo, ni lo había estado desde que se ausentó para 
operarse en Cuba el 9 de diciembre de 2012. Al decretarse su continuidad administrativa, la 
Sala la decretó también respecto de su gabinete incluido su Vicepresidente Ejecutivo, 
Nicolás Maduro, a quien con se lo instaló a la cabeza del Poder Ejecutivo. En esta primera 
sentencia el Juez Constitucional procedió a afirmar que a pesar de que el Presidente electo 
estaba enfermo y ausente del país, sin embargo, supuestamente estaba en ejercicio efectivo 
de su cargo, lo que obviamente era falso pues, si acaso era que estaba vivo, lo que se había 

                                                 
3   Sobre el recurso de interpretación véase las críticas en Allan R. Brewer-Carías, “Quis Custodiet 

Ipsos Custodes: De la interpretación constitucional a la inconstitucionalidad de la interpretación”, en 
VIII Congreso Nacional de derecho Constitucional, Perú, Fondo Editorial 2005, Colegio de 
Abogados de Arequipa, Arequipa, septiembre 2005, pp. 463-489; y en Revista de Derecho Público, 
No 105, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2006, pp. 7-27; y en “Le recours d’interprétation 
abstrait de la Constitution au Venezuela”, en Le renouveau du droit constitutionnel, Mélanges en 
l’honneur de Louis Favoreu, Dalloz, Paris 2007, pp. 61-70. 



informado era que estaba recluido en un Hospital en La Habana.4 Así el Vicepresidente no 
electo y designado por el Presidente Chávez fue instalado en el Poder Ejecutivo sin 
legitimidad democrática alguna, pues no era un funcionario electo popularmente.  

La segunda sentencia fue dictada con el No. 141 el 8 de marzo de 2013, después de que 
el Vicepresidente Maduro anunciara el fallecimiento del Presidente Chávez, hecho que la 
Sala Constitucional nunca constató en cuanto a circunstancia ni fecha, mediante la cual 
dicha Sala pasó a asegurar que el Vicepresidente Ejecutivo que ya había sido impuesto 
como gobernante por la misma Sala, continuara como Presidente Encargado y, además, 
habilitándolo, contra lo dispuesto en la Constitución, para poder presentarse como 
candidato presidencial sin separarse de su cargo.5  

Ambas sentencias, hechas a la medida del régimen autoritario, fueron abierta y 
absolutamente inconstitucionales, y dictadas, además, en ausencia de la toda base 
probatoria: en enero, la Sala nunca tuvo a su vista informe médico alguno que certificara el 
estado de salud del Presidente Chávez, y en marzo, el Juez Constitucional nunca tuvo a su 
vista ni siquiera la partida de defunción del Presidente Chávez, para determinar la fecha de 
su fallecimiento, basándose sólo para resolver en el hecho de que el Vicepresidente así lo 
había anunciado.  

Ambas sentencias violentaron el derecho ciudadano a la democracia y a ser gobernados 
por gobiernos de origen democrático, primero, es decir, mediante elecciones libres y con 
funcionarios que acceden al poder en la forma prescrita en la Constitución. 

II.  DE CÓMO EL JUEZ CONSTITUCIONAL DECLARÓ A UN PR ESIDENTE 
ENFERMO Y AUSENTE DEL TERRITORIO VENEZOLANO, EN PLE NO 
EJERICIO DE SUS FUNCIONES, E INSTALÓ EN EL EJERCICI O DEL PODER 
EJECUTIVO A UN FUNCIONARIO SIN LEGITIMIDAD DEMOCRÁT ICA 

En efecto, como se dijo, luego de que el Vicepresidente Nicolás Maduro informara a la 
Asamblea Nacional el 8 de enero de 2013, que el Presidente de la República Hugo Chávez, 
dado su estado de salud, no iba a poder comparecer ante la Asamblea el día 10 de enero de 
2013 para juramentarse en su cargo, permaneciendo en La Habana, el día siguiente la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo dictó la sentencia No. 2 del día 9 de enero de 2013, 
mediante la cual resolvió un recurso de interpretación abstracta de la Constitución que 
había sido intentado por una abogado el 21 de diciembre de 2012,6  con el objeto de que la 
Sala determinase el contenido y alcance del artículo 231 de la Constitución, en particular, 
“en cuanto a si, la formalidad de la Juramentación prevista para el 10 de enero de 2013 
constituye o no una formalidad sine qua non para que un Presidente reelecto, continúe 
ejerciendo sus funciones, y si tal formalidad puede ser suspendida y/o fijada para una fecha 
posterior.”7 El artículo cuya interpretación se requería, indica: 

“Artículo 231. El candidato elegido o candidata elegida tomará posesión del cargo de 
Presidente o Presidenta de la República el diez de enero del primer año de su período 
constitucional, mediante juramento ante la Asamblea Nacional. Si por cualquier motivo 

                                                 
4  Véase el texto de la sentencia en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Enero/02-9113-2013-12-

1358.html   
5  Véase el texto de la sentencia en http://www.tsj.gov.ve.decisioes/scon/Marzo/141-9313-2013-13-

0196.html    
6   Expediente Nº 12-1358, Solicitante: Marelys D’Arpino 
7  Véase el texto de la sentencia en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Enero/02-9113-2013-12-

1358.html   



sobrevenido el Presidente o Presidenta de la República no pudiese tomar posesión ante la 
Asamblea Nacional, lo hará ante el Tribunal Supremo de Justicia 

Basta una doble lectura de la norma para captar su claridad. La misma no se refiere ni 
se puede referir a la situación de un Presidente para que ”continúe ejerciendo sus 
funciones.” En esa fecha del inicio de un período constitucional (10 de enero), un 
Presidente que fue electo seis años antes, termina su período constitucional y el ejercicio de 
sus funciones, y en la misma fecha, el Presidente electo (o reelecto) el año anterior, debe 
iniciar en el ejercicio de sus funciones para el nuevo período constitucional; y ello mediante 
juramento ante la Asamblea Nacional. La única posibilidad de que el juramento se tome en 
otra fecha, independientemente del inicio del período constitucional, es cuando por 
cualquier motivo sobrevenido el Presidente electo (o reelecto) no pueda tomar posesión 
ante la Asamblea Nacional, en cuyo caso lo hará posteriormente ante el Tribunal Supremo 
de Justicia. Nada, por tanto, había que interpretar en la norma. 

Sin embargo, la solicitud de interpretación constitucional evidentemente no era una 
interpretación abstracta de la norma, sino que estaba motivada por una razón estrictamente 
de hecho: el Presidente de la República, H. Chávez Frías, electo y en posesión de su cargo 
para el período constitucional 2007-2013, quien había sido reelecto como Presidente para el 
período 2013-2019, y debía tomar posesión de su cargo el día 10 de enero de 2o13, sin 
embargo, estaba imposibilitado de hacerlo pues desde el 9 de diciembre de 2012 se 
encontraba en La Habana, Cuba, según se había informado oficial y públicamente, postrado 
en una cama de hospital luego de haber sido sometido a una operación quirúrgica, por lo 
que no podía acudir a dicho acto de toma de posesión de su cargo.  

En el caso sometido a su consideración, que era la interpretación de una norma que no 
requería de interpretación alguna, la Sala Constitucional pasó a analizar dos derechos 
políticos involucrados en la situación fáctica antes mencionada: por una parte, el derecho 
político que tenía el ciudadano H. Chávez para ejercer el cargo para el cual había sido 
electo (o reelecto), y el derecho de todos los ciudadanos a estar gobernados por un 
gobernante electo popularmente. Para garantizarle sine die el primero de dichos derechos, 
es decir el derecho a H. Chávez de poder algún día tomar posesión de su cargo, y sin que el 
tribunal constitucional desplegara actividad probatoria alguna para determinar el real estado 
de salud del Presidente, la sala Constitucional violó el derecho ciudadano a la democracia, 
y se le impuso a los venezolanos la carga antidemocrática de comenzar el 10 de enero de 
2013 a estar gobernados por funcionarios que no tenían legitimidad democrática pues no 
habían sido electos, también sine die. Y ello, se insiste, sin que la Sala Constitucional 
hubiese desplegado actividad probatoria alguna, así fuera la más elemental para determinar 
cuál era el estado de salud del Presidente no compareciente. 

La primera parte del artículo 231 de la Constitución, por otra parte, en realidad como se 
dijo, no requería de interpretación alguna, pues concatenada con el artículo anterior que 
establece que el período constitucional del Presidente “es de seis años” (art. 230), dispone 
con toda claridad que el Presidente electo (o reelecto) debe tomar (“tomará”) posesión del 
cargo “el diez de enero del primer año de su período constitucional, mediante juramento 
ante la Asamblea Nacional.” La segunda parte de la norma sin embargo, si podía requerir 
de interpretación, no en cuanto a lo que en ella se indica, sino en relación con quien debía 
cubrir la ausencia del Presidente electo y no juramentado, es decir, quién debía encargarse 
de la Presidencia de la República al inicio del nuevo periodo que comienza el 10 de enero 
del año siguiente a una elección presidencial cuando por motivos sobrevenidos el 
Presidente electo no comparece a tomar posesión de su cargo mediante juramento ante la 
Asamblea Nacional; que era el caso concreto involucrado en la solicitud de interpretación.  



Por ello, en relación con la primera parte de la norma (que no requería interpretación), 
la Sala Constitucional precisó, desmintiendo afirmaciones que se habían hecho con 
anterioridad por altos funcionarios del Estado, que el juramento previsto en la norma 
constitucional del artículo 231 “no puede ser entendido como una mera formalidad carente 
de sustrato y, por tanto, prescindible sin mayor consideración,” sino que más bien se trata 
de una “solemnidad para el ejercicio de las delicadas funciones públicas” con “amplio 
arraigo en nuestra historia republicana,” que “procura la ratificación, frente a una autoridad 
constituida y de manera pública, del compromiso de velar por el recto acatamiento de la 
ley, en el cumplimiento de los deberes de los que ha sido investida una determinada 
persona.”  

Partiendo de esta afirmación que rechazaba el criterio de que la juramentación era un 
mero formalismo,8 la Sala Constitucional se refirió al juramento en el caso del Presidente 
de la República, indicando que el mismo “debe tener lugar ante la Asamblea Nacional, 
como órgano representativo de las distintas fuerzas sociales que integran al pueblo, el 10 de 
enero del primer año de su período constitucional.” Sobre ello, incluso, la misma Sala 
Constitucional ya se había pronunciado unos años antes, en sentencia No. 780 del 8 de 
mayo de 2008 (Caso Gobernador del Estado Carabobo), afirmando que el juramento 
constituía “una solemnidad imprescindible,” para la “toma de posesión” de la cual depende 
“el inicio de la acción de gobierno” y, por tanto, “condiciona la producción de los efectos 
jurídicos” de la “función ejecutiva” (en este caso del Presidente electo) y, el consiguiente, 
“desarrollo de las facultades de dirección y gobierno” de Estado, “así como la gestión del 
interés público que satisface real y efectivamente las necesidades colectivas,” considerando, 
en fin que “de ello depende el funcionamiento de uno de los poderes del Estado.”9 

                                                 
8  Al contrario, el día anterior a la sentencia, en la reseña de un programa de televisión, se informó que 

la Fiscal General de la República, Sra. Ortega, afirmaba que “Estamos en presencia de un presidente 
reelecto y el requisito que exige el 231 es la toma de posesión, y toma posesión del cargo a través 
del juramento, pero como es reelecto él está en posesión de cargo y él está en el cargo por el 
juramento”, puntualizó. Por ello señaló que las posibles circunstancias planteadas en el 231 de la 
Constitución “no se hacen necesarias” porque el presidente Chávez sigue en la posición del cargo. 
Precisó que dicha formalidad no puede poner “en riesgo la estabilidad de un país, la 
institucionalidad, el estado de derecho, social, sencillamente porque el Presidente que está en 
posesión del cargo, se encuentra debidamente autorizado por la Asamblea Nacional para recuperarse 
de su estado de salud”. En “Fiscal Ortega Díaz: Presidente Chávez y tren ministerial están en 
posesión de su cargo,” en http://www.patriagrande.com.ve/temas/venezuela/fiscal-ortega-diaz-
presidente-chavez-tren-ministerial-posesion-cargo/ 

9   En la parte pertinente relativa al inicio del período constitucional del Gobernador como jefe del 
Ejecutivo en un Estado (Estado Carabobo), la Sala Constitucional del Tribunal Supremo decidió 
como sigue: “Ciertamente y tal como señaló esta Sala en la decisión N° 780 del 8 de mayo de 2008, 
la eficacia tangible del principio democrático constituye un parámetro esencial en la determinación 
de la finalidad humanista del Estado y como quiera que el inicio de la acción de gobierno depende 
de la correspondiente toma de posesión, resulta patente que el acto de juramentación del jefe del 
ejecutivo estadal constituye una solemnidad imprescindible para la asunción de la magistratura 
estadal y, por tanto, condiciona la producción de los efectos jurídicos de una de las funciones 
esenciales de los entes político territoriales, a saber, la función ejecutiva del gobernador  electo y, el 
consiguiente, desarrollo de las facultades de dirección y gobierno de la entidad, así como la gestión 
del interés público que satisface real y efectivamente las necesidades colectivas, resulta patente la 
difusividad del asunto planteado ya que de ello depende el funcionamiento de uno de los poderes del 
Estado Carabobo”. Véase la sentencia No 780 del 8 de mayo de 2008 (Caso Gobernador del Estado 
Carabobo).. 



Precisó además, la Sala Constitucional, en relación con la segunda parte de la norma 
del artículo 231 constitucional, que “si por ‘cualquier motivo sobrevenido,’ a tenor de la 
citada norma, la misma no se produce ante dicho órgano y en la mencionada oportunidad, 
deberá prestarse el juramento ante el Tribunal Supremo de Justicia, sin señalarse una 
oportunidad específica para ello” (Cursiva y negritas de la Sala). Esto significaba, en 
criterio de la Sala Constitucional, que el acto de juramentación no era una “formalidad 
prescindible, sino que al contrario “debe tener lugar, aunque por la fuerza de las 
circunstancias (“cualquier motivo sobrevenido”) sea efectuado en otras condiciones de 
modo y lugar.” Nada distinto a lo indicado en la norma resultaba de esta apreciación de la 
Sala. 

Pero luego de estas aclaratorias, la Sala Constitucional precisó que el objetivo de la 
interpretación de la norma constitucional que se le requería, no era el determinar el carácter 
imprescindible del acto de la juramentación, que no lo era, sino determinar “con certeza los 
efectos jurídicos de la asistencia o inasistencia al acto de ‘toma de posesión y 
juramentación ante la Asamblea Nacional,’ el 10 de enero próximo, por parte del 
Presidente reelecto.” Y así pasó la Sala, no ya a resolver una interpretación abstracta del 
artículo 231 de la Constitución, sino en realidad a resolver una cuestión de hecho, 
específicamente referida al estado de salud del Presidente de la República Hugo Chávez, 
quien convalecía en un país extranjero en una cama de hospital, sin poder movilizarse, 
supuestamente recuperándose de unas complicaciones postoperatorias, lo que sin duda 
hasta allí era un hecho notorio que no requería de pruebas. Por ello, la Sala Constitucional 
consideró “imprescindible tomar en consideración el derecho humano a la salud y los 
principios de justicia, de preservación de la voluntad popular – representada en el proceso 
comicial del 7 de octubre de 2012 - y de continuidad de los Poderes Públicos,” refiriéndose 
además, a la tradición constitucional en la materia, particularmente conforme se consagraba 
en la Constitución de 1961. La Sala así, para decidir, además de traer a colación el derecho 
constitucional de todas las personas a la recuperación de la salud, que por supuesto el 
Estado debe garantizar en los hospitales públicos nacionales (no estando obligado a 
garantizárselo a los ciudadanos en hospitales fuera de su territorio), lo puso en la balanza no 
con el derecho ciudadano a tener un gobierno de origen democrático, el cual fue totalmente 
ignorado, sino con el derecho de un funcionario electo a poder ejercer su cargo.  

Partiendo del la consideración de este último derecho, la Sala hizo referencia a lo que 
antes disponía el artículo 186 de la Constitución de 1961 que regulaba la consecuencia 
jurídica de la no comparecencia de un Presidente electo y entrante al acto de juramentación, 
precisando que “Cuando el Presidente electo no tomare posesión dentro del término 
previsto en este artículo, el Presidente saliente resignará sus poderes ante la persona 
llamada a suplirlo provisionalmente en caso de falta absoluta, según el artículo siguiente, 
quién los ejercerá con el carácter de Encargado de la Presidencia de la República hasta 
que el primero asuma el cargo.” En contraste con esta norma, la Sala Constitucional 
constató la ausencia de una norma similar en la Constitución de 1999, de lo que concluyó 
que ello impedía “considerar la posibilidad de que, una vez concluido el mandato 
presidencial, deba procederse como si se tratara de una falta absoluta, a los efectos de la 
suplencia provisional que cubriría el Presidente de la Asamblea Nacional.”  

Por supuesto, era evidente que la falta de comparecencia del Presidente electo al acto 
de juramentación, en si misma y conforme a la Constitución de 1999, no podía ser 
considerada como una “falta absoluta” en los términos de la misma Constitución de 1999 
pues no encuadraba en ninguno de los supuestos establecidos en el artículo 233 de la 
misma, que por lo demás se aplicaban al Presidente electo en virtud de la misma norma 



sólo cuando la falta absoluta se produjera “antes de tomar posesión”;10 pero de ello, nada 
autorizaba a señalar (incluso habiéndose incorporado la reelección inmediata a la 
Constitución de 1999) que para la solución constitucional del hecho de la no comparecencia 
del Presidente Chávez el día 10 de enero de 2013, y determinar en ese caso quién se debía 
encargar de la Presidencia de la República, no debía procederse “como si se tratara de una 
falta absoluta” del Presidente electo, lo que conforme al artículo 233 de la Constitución 
conllevaba a que fuera el Presidente de la Asamblea Nacional en que se encargase de la 
Presidencia, pues era el que tenía legitimidad democrática pues había sido electo. Ningún 
otro funcionario del Ejecutivo nacional es electo popularmente en Venezuela, siendo el 
Vicepresidente Ejecutivo de la libre nombramiento y remoción del Presidente.  

Así como puede considerarse correcta la apreciación de la Sala de que la falta de 
comparecencia del Presidente electo al acto de toma de posesión no podía per se 
considerarse como una “falta absoluta,”11 sin embargo no podría considerarse correcta la 
apreciación de la misma Sala de negar que en esos casos, para determinar quién se debía 
encargar de la Presidencia hubiera que rechazar a esos solos efectos que se procediera 
“como si se tratara de una falta absoluta” de manera de poder encargar de la Presidencia de 
la República al Presidente de la Asamblea de la Asamblea (para garantizar el derecho 
ciudadano a la democracia) mientras el Presidente electo se juramentaba ante el Tribunal 
Supremo, ya que dicho funcionario era, en definitiva, el único que tenía legitimidad 
democrática, pues había sido a su vez electo popularmente, y asegurar así el derecho a la 
democracia. 

Por otra parte, la Sala Constitucional argumentó que “la falta de juramentación ante la 
Asamblea Nacional, el 10 de enero, tampoco produce tal suerte de ausencia, pues la misma 
norma admite que dicha solemnidad sea efectuada ante este Máximo Tribunal, en una fecha 
que no puede ser sino posterior a aquella.” Esa conclusión, sin embargo, no era correcta en 
el caso del Presidente Chávez, en cuanto al hecho de que la norma permitiera que la 
juramentación pudiera hacerse en una fecha posterior, pues era innegable que si el 
Presidente electo Hugo Chávez no acudía a juramentarse el 10 de enero de 2013 por estar 
postrado en una cama de hospital, fuera de Venezuela, gravemente enfermo; en ese caso su 
“ausencia” si era patente, como cuestión de hecho que la sala estaba obligada a probar  -
pero no lo hizo -, razón por la cual debía encargarse de la Presidencia el Presidente del 
Congreso para garantizarle a los ciudadanos el derecho a la democracia, hasta que cesase la 
ausencia.  

                                                 
10  La Sala, en la sentencia agregó sobre esto que “considerar que la solemnidad del juramento, en la 

oportunidad prefijada del 10 de enero y ante la Asamblea Nacional, suponga una especie de falta 
absoluta que, no sólo no recoge expresamente la Constitución, sino que antagoniza con la libre 
elección efectuada por el soberano, en franco desconocimiento de los principios de soberanía 
popular y democracia protagónica y participativa que postulan los artículos 2, 3, 5 y 6 del Texto 
Fundamental.” Dijo además la Sala en este aspecto que “al no evidenciarse del citado artículo 231 y 
del artículo 233 eiusdem que se trate de una ausencia absoluta, debe concluirse que la eventual 
inasistencia a la juramentación prevista para el 10 de enero de 2013 no extingue ni anula el nuevo 
mandato para ejercer la Presidencia de la República, ni invalida el que se venía ejerciendo.” 

11   Esto lo reitera la sala en otro párrafo de la sentencia al señalar que “las vacantes absolutas no son 
automáticas ni deben presumirse. Estas están expresamente contempladas en el artículo 233 
constitucional y, al contrario de lo que disponían los artículos 186 y 187 de la Constitución de 1961, 
la imposibilidad de juramentarse (por motivos sobrevenidos) el 10 de enero de 2013, no está 
expresamente prevista como causal de falta absoluta.” 

 



Esta circunstancia, hasta aquí, sin duda, como lo hemos repetido, planteaba una 
cuestión de hecho que si requería de pruebas, y que era la de determinación con precisión, 
no de la ausencia del Presidente del territorio nacional – que era un hecho notorio -, sino del 
estado de gravedad del Presidente electo Hugo Chávez, quien a pesar de que estaba 
ejerciendo su derecho a recuperar su salud, resultaba elemental que la Sala Constitucional 
determinara el estado real de la misma. 

La Sala Constitucional, sin embargo, nada hizo al respecto, pasando a argumentar en su 
sentencia que “en el caso de una autoridad reelecta y, por tanto, relegitimada por la 
voluntad del soberano,” como era el caso precisamente del Presidente Hugo Chávez, 
reelecto en octubre de 2012, sería un “contrasentido mayúsculo considerar que, en tal 
supuesto, existe una indebida prórroga de un mandato en perjuicio del sucesor, pues la 
persona en la que recae el mandato por fenecer coincide con la persona que habrá de asumir 
el cargo.”  Esta afirmación, en realidad, sí era en si misma un “contrasentido mayúsculo,” y 
sin sentido alguno, pues en ningún caso en que se posponga el acto de toma de posesión de 
un Presidente se puede operar una “prorroga” del mandato del período constitucional que 
termina; por lo que la afirmación fue contradicha en la misma sentencia al afirmar la misma 
Sala de seguidas que “tampoco existe alteración alguna del período constitucional pues el 
Texto Fundamental señala una oportunidad precisa para su comienzo y fin: el 10 de enero 
siguiente a las elecciones presidenciales, por una duración de seis años (artículo 230 
eiusdem).”  

Por ello es que al no presentarse el Presidente electo Chávez al acto de toma de 
posesión, el nuevo mandato para el período 2013-2019 se inició ineludiblemente el 10 de 
enero de 2013, y para ello es que debía garantizarse que mientras no compareciera dicho 
Presidente electo para tomar posesión del nuevo mandato, quien se debía encargar de la 
Presidencia era el funcionario de mayor nivel con legitimidad democrática que era el 
Presidente de la Asamblea Nacional. Nada cambiaba esta solución constitucional el hecho 
de que el Presidente electo Hugo Chávez hubiese sido a la vez “reelecto.” 

La Sala Constitucional, sin tomar en cuenta para nada el derecho ciudadano a la 
democracia y a ser gobernado por autoridades electas mediante sufragio, a renglón seguido 
pasó luego a referirse a otro aspecto jurídico relativo al ejercicio de cargos públicos, que 
nada tenía que ver con la norma constitucional que se buscaba interpretar, y fue el referido 
al llamado “Principio de Continuidad Administrativa, como técnica que impide la 
paralización en la prestación del servicio público,” según el cual, “la persona designada 
para el ejercicio de alguna función pública no debe cesar en el ejercicio de sus atribuciones 
y competencias, hasta tanto no haya sido designada la correspondiente a sucederle (vid. 
sentencia n° 1300/2005).” Ciertamente, se trata de un principio elemental del derecho 
administrativo de la función pública, destinada exclusivamente a los funcionarios 
nombrados o designados - no a funcionarios electos -, que no se puede aplicar a la situación 
de la terminación de un período constitucional y al inicio del otro respecto de funcionarios 
electos.12 La Sala Constitucional, en efecto, erradamente resolvió que:   

                                                 
12  Como lo expresó el profesor Ricardo Combellas en declaraciones a BBC Mundo:“Ese es un 

principio muy sano del derecho administrativo: que independientemente de los cambios en la 
dirección administrativa de los asuntos del estado, las funciones del gobierno continúan. Lo que está 
planteado es que ha terminado un período constitucional y que eso no es un supuesto de continuidad 
administrativa sino es un supuesto de renovación de los poderes públicos que tienen un plazo 
limitado en la Constitución.” En  Carlos Chirinos, “El limbo de consecuencias impredecibles”, BBC 
Mundo, 11 de enero de 2013. En : 



“En relación con el señalado principio de continuidad, en el caso que ahora ocupa a la 
Sala, resultaría inadmisible que ante la existencia de un desfase cronológico entre el inicio 
del período constitucional (10 de enero de 2013) y la juramentación de un Presidente 
reelecto, se considere (sin que el texto fundamental así lo paute) que el gobierno (saliente) 
queda ipso facto inexistente. No es concebible que por el hecho de que no exista una 
oportuna “juramentación” ante la Asamblea Nacional quede vacío el Poder Ejecutivo y 
cada uno de sus órganos, menos aún si la propia Constitución admite que tal acto puede ser 
diferido para una oportunidad ulterior ante este Supremo Tribunal.” 

Por supuesto, estas afirmaciones partían de supuestos totalmente falsos, pues nadie 
había dicho o argumentado ante la Sala Constitucional que al terminar un período 
constitucional y el nuevo Presidente no se juramentaba el 10 de enero, el gobierno saliente 
quedaba inexistente, y que el Poder Ejecutivo quedaba vacío. La Constitución resuelve el 
tema de la encargaduría de la presidencia en ese caso, y por supuesto, respecto de los 
funcionarios ejecutivos no electos el principio de la continuidad administrativa rige en todo 
caso.  

La afirmación de la Sala, era por tanto absolutamente errada, pues ignoraba, primero, 
que como en la misma sentencia lo afirmó antes, que el Texto Fundamental señala para el 
período constitucional “una oportunidad precisa para su comienzo y fin: el 10 de enero 
siguiente a las elecciones presidenciales, por una duración de seis años (artículo 230).” Y 
por supuesto, en esa fecha, en ningún caso se produce “vacío del Poder Ejecutivo” alguno 
pues al terminar en esa fecha 10 de enero el período del Presidente en ejercicio, el 
Presidente electo toma posesión de su cargo iniciando el nuevo período, y si por algún 
motivo sobrevenido no lo puede hacer, se debe encargar de la Presidencia el Presidente de 
la Asamblea Nacional.13 No hay, en caso alguno, tal vacío, debiendo corresponder al 
Presidente encargado designar el nuevo tren ejecutivo de Vicepresidente y Ministros, 
estando por supuesto obligados los anteriores (funcionarios salientes) a permanecer en sus 
cargos hasta ser reemplazados en virtud precisamente del señalado principio de continuidad 
administrativa. 

Luego de estas consideraciones, pasó la Sala Constitucional a considerar la situación de 
hecho específica del Presidente Hugo Chávez, a pesar de que la sentencia interpretativa 
debía ser abstracta, anotando,  

“por si aún quedaran dudas, que en el caso del Presidente Hugo Rafael Chávez Frías, 
no se trata de un candidato que asume un cargo por vez primera, sino de un Jefe de Estado 
y de Gobierno que no ha dejado de desempeñar sus funciones y, como tal, seguirá en el 
ejercicio de las mismas hasta tanto proceda a juramentarse ante el Máximo Tribunal, en el 
supuesto de que no pudiese acudir al acto pautado para el 10 de enero de 2013 en la sede 
del Poder Legislativo.  

                                                                                                                                                     
http://www.bbc.co.uk/mundo/movil/noticias/2013/01/130110_venezuela_constityente_combellas_o
pinion_cch.shtml  

13   Es en este contexto que debe leerse lo reiterado por la misma Sala en la sentencia, “tal como señaló 
esta Sala en los antes referidos fallos números 457/2001 y 759/2001, que no debe confundirse “la 
iniciación del mandato del Presidente con la toma de posesión, términos que es necesario distinguir 
cabalmente”. Efectivamente, el nuevo periodo constitucional presidencial se inicia el 10 de enero de 
2013, pero el constituyente previó la posibilidad de que “cualquier motivo sobrevenido” impida al 
Presidente la juramentación ante la Asamblea Nacional, para lo cual determina que en tal caso lo 
haría ante el Tribunal Supremo de Justicia, lo cual necesariamente tiene que ser a posteriori.” 

 



De esta manera, a pesar de que el 10 de enero se inicia un nuevo periodo constitucional, 
la falta de juramentación en tal fecha no supone la pérdida de la condición del Presidente 
Hugo Rafael Chávez Frías, ni como Presidente en funciones, ni como candidato reelecto, en 
virtud de existir continuidad en el ejercicio del cargo.” 

En estas afirmaciones, de nuevo, la Sala partió de afirmaciones falsas como la de 
indicar que la falta de comparecencia al acto de juramentación pudiese implica “la pérdida 
de la condición de Presidente” del Presidente electo. De nuevo, hay que precisar que en el 
caso, el 10 de enero de 2013 el Presidente Hugo Chávez terminaba su mandato para el 
período 2007-2013 (ese día perdía su condición de Presidente para el período 2007-2013), y 
mientras no se juramentase para el nuevo período 2013-2019 no iniciaba su mandado, ni 
tenía la condición de Presidente. Además, por otra parte, en sus argumentos la Sala 
Constitucional dio certeza a determinados hechos (incurriendo en realidad en varios errores 
fácticos y jurídicos,) sin que hubiese desplegado actividad probatoria alguna:   

En primer lugar, la Sala afirmó que el Presidente Chávez, en las circunstancias de su 
enfermedad e inhabilitación desde la operación quirúrgica efectuada en La Habana el 11 de 
diciembre de 2012, podía considerarse que era “un Jefe de Estado y de Gobierno que no ha 
dejado de desempeñar sus funciones.” Ello era tácticamente falso. Por supuesto que no 
había perdido la titularidad de su cargo, pues según se informaba no se había producido 
falta absoluta, pero al contrario de lo afirmado por la Sala, era un hecho notorio que desde 
el 11 de diciembre de 2012 el Presidente Chávez había estado postrado en una cama de 
hospital totalmente imposibilitado de ejercer sus funciones de Jefe de Estado y Jefe de 
Gobierno, situación constitucional que en todo caso se configuraba como de falta temporal 
por estar ausente del país. Para demostrar lo contrario, y afirmar en la sentencia, que 
durante esos días de diciembre de 2012 a enero de 2013 el Presidente Chávez no había 
“dejado de desempeñar sus funciones,” la Sala debió haber acreditado eso en autos, no sólo 
el verdadero estado de salud del Presidente, sino la prueba que desde La Habana, en un 
estado postoperatorio crítico, Chávez había “continuado” desempeñando efectivamente sus 
funciones, lo que era a todas luces, simplemente, imposible físicamente.  

El mismo Presidente Chávez había previsto el 9 de diciembre de 2012 que su ausencia 
del país sería por un período de tiempo de más de 5 días y por ello él mismo solicitó la 
autorización correspondiente a la Asamblea Nacional para ausentarse del país (art. 235). Su 
falta temporal como Presidente encargado, en consecuencia, era un hecho notorio y 
evidente, que imponía la obligación al Vicepresidente Ejecutivo de suplirla conforme a la 
Constitución, no siendo posible afirmar, como lo hizo la Sala, salvo dejando probado con 
certeza los hechos en el expediente, que durante su enfermedad y postración en La Habana, 
Chávez “no ha dejado de desempeñar sus funciones.”  

Por otra parte, en esta materia de falta temporal, menos sentido y fundamento 
constitucional tenía la errada afirmación de la Sala Constitucional de que la solicitud de 
autorización presentada ante la Asamblea Nacional que pueda formular el Presidente para 
ausentarse del territorio nacional por un lapso superior a cinco días, se refiere 
“ exclusivamente a la autorización para salir del territorio nacional, no para declarar 
formalmente la ausencia temporal en el cargo.” De nuevo, la Sala Constitución ignoró 
completamente lo que dispone la Constitución, al considerar que las faltas temporales en el 
ejercicio de la Presidencia constituyen una cuestión de hecho, que no se declara. Si el 
Presidente en gira por el interior del país, por ejemplo, sufre un accidente de tránsito que lo 
mantiene inconsciente y hospitalizado por un tiempo, sin duda, se origina una falta 
temporal que suple el Vicepresidente, así el Presidente no la haya “decretado” previamente 
anunciando que iba a tener un accidente con sus consecuencias. 



Por lo demás, toda ausencia del territorio nacional se configura siempre 
ineludiblemente como una falta temporal (en el sentido de que temporalmente el Presidente 
no está en ejercicio de sus funciones por imposibilidad física por estar en otro país), por lo 
que no es más que un gran disparate la afirmación que hizo la Sala Constitucional en su 
sentencia, en el sentido de que: “(ii)  No debe considerarse que la ausencia del territorio de 
la República configure automáticamente una falta temporal en los términos del artículo 234 
de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, sin que así lo dispusiere 
expresamente el Jefe de Estado mediante decreto especialmente redactado para tal fin.” 
Esto no tiene lógica y mucho menos sentido y asidero constitucional.14 No es serio afirmar 
que si un Presidente por ejemplo, entra en un proceso comatoso por cualquier causa que se 
prolonga indefinidamente, ello no origina una falta temporal porque el Presidente no la 
previó anticipadamente ni la decretó, razón por la cual entonces el Vicepresidente no tendía 
la obligación de suplirla. 

Pero además, también carece de toda base constitucional la afirmación infundada, 
realizada por la Sala Constitucional en la sentencia, en el sentido de que “con posterioridad 
al 10 de enero de 2013, aún no compareciendo el Presidente Chávez a juramentarse y a 
tomar posesión de su cargo, “conserva su plena vigencia el permiso otorgado por la 
Asamblea Nacional, por razones de salud, para ausentarse del país por más de cinco (5) 
días.” La afirmación no tiene sentido alguno pues la autorización parlamentaria otorgada el 
9 de diciembre de 2012 al Presidente Chávez, en su período constitucional 2007-2013, para 
ausentarse del país cesó en sus efectos el día 10 de enero de 2013, cuando cesó como 
Presidente para dicho período, razón por la cual era evidente que la autorización sólo tenía 
efectos hasta la terminación del período constitucional en la cual se dio.15 

Y más infundada fue la afirmación de la Sala Constitucional en la sentencia de que con 
motivo de la ausencia del Presidente Chávez del territorio nacional desde el 9 de diciembre 
de 2012, y por tanto, su falta temporal, en la situación que resultó de la operación a la cual 
fue sometido el 10 de diciembre de 2012 según informaron los voceros oficiales del 
gobierno, “no se configura la vacante temporal del mismo al no haber convocado 
expresamente al Vicepresidente Ejecutivo para que lo supla por imposibilidad o 
incapacidad de desempeñar sus funciones.” No causa sino asombro leer esta afirmación, 
ante normas tan precisas como las de los artículos 234 y 239.8 de la Constitución que 

                                                 
14  Sobre ello, el profesor Ricardo Combellas en declaraciones a BBC Mundo: “eso me parece un 

planteamiento absurdo, porque se le solicita al sujeto sobre el cual actúa la falta temporal que se 
pronuncie. Imagínese, no es el caso del presidente Chávez, sino de un presidente que esté 
incapacitado en una clínica recibiendo cuidado especial, incapaz de tomar voluntariamente una 
decisión. Entonces quedamos en un limbo jurídico si el presidente no se pronuncia. Poner ese 
requisito, que no establece la Constitución, me parece un exabrupto.” En Carlos Chirinos, “El limbo 
de consecuencias impredecibles”, BBC Mundo, 11-1-2013, en 
http://www.bbc.co.uk/mundo/movil/noticias/2013/01/130110_venezuela_constityente_combellas_o
pinion_cch.shtml 

15   Como lo ha hincado el profesor Manuel Rachadell, “Chávez tiene el permiso de la Asamblea 
Nacional, otorgado por unanimidad del 9 de diciembre pasado, para ausentarse  del país “por un 
lapso superior a los cinco días consecutivos” (art. 235), el cual mantiene su vigencia hasta el 
vencimiento del período constitucional el 10 de enero próximo, porque la Asamblea Nacional no 
puede dar permisos para el período siguiente. Llegados a esta fecha, si el Presidente electo no toma 
posesión del cargo, la Asamblea Nacional no tiene competencia para darle permiso ni prórroga para 
la juramentación de cumplir la Constitución.” Véase  Manuel Rachadell, “Tres observaciones a la 
carta de Maduro sobre la imposibilidad de juramentarse el Presidente electo ante la Asamblea 
Nacional.” 9-1-2013, en:  http://t.co/Sd5R2EwX  



prescriben, clara, pura y simplemente, que “las faltas temporales del Presidente serán 
suplidas por el Vicepresidente,” y que entre las atribuciones del Vicepresidente está la de 
“suplir las faltas temporales del Presidente,” lo cual opera automáticamente, siempre como 
resultado de una situación de hecho, sin que nadie lo decrete o lo decida, y sin que el 
Presidente deba “convocar al Vicepresidente” para que cumpla su obligación 
constitucional. Se insiste, las faltas temporales acaecen, suceden, como es el enfermarse o 
tener un accidente. Sin embargo, ante estas normas constitucionales, lo que realmente 
ocurrió, y con su sentencia convalidó la Sala Constitucional, fue que el Vicepresidente 
Ejecutivo, en esas faltas temporales del Presidente Chávez, que fueron muchas entre 2011 y 
2012, nunca las suplió, e decir, nunca cumplió con su obligación constitucional de suplir las 
frecuentes ausencias temporales del Presidente, limitándose, como acertadamente lo 
observó Manuel Rachadell:  

“a ejecutar acciones en el estrecho ámbito de la delegación que le hizo el Presidente, 
dada la ficción de que Chávez no ha incurrido en falta temporal ni absoluta. De esta forma, 
Chávez sigue siendo, para el oficialismo, el Presidente en funciones, aún cuando se 
encuentre sumido, frecuente o esporádicamente (no se sabe), en períodos de inconsciencia 
por anestesia o por otros motivos. Durante esos períodos, Venezuela no tiene Presidente.”16 

La segunda observación que debe formularse a lo afirmado en la sentencia de la Sala 
Constitucional, y que causa mayor asombro, por la absoluta y total carencia de pruebas que 
la sustenten, es la aseveración de que el Presidente Hugo Chávez, una vez que concluyó su 
mandato presidencial del período constitucional 2007-2013 el 10 de enero de 2013, sin 
embargo, como jefe de Estado y de Gobierno “seguirá en el ejercicio de las mismas hasta 
tanto proceda a juramentarse ante el Máximo Tribunal, en el supuesto de que no pudiese 
acudir al acto pautado para el 10 de enero de 2013 en la sede del Poder Legislativo.”  

Primero, para hacer esta afirmación de que el Presidente Chávez “seguirá en el 
ejercicio” de sus funciones “hasta tanto proceda a juramentarse ante el Máximo Tribunal,” 
lo que se exigía de la Sala era que desplegara una labor probatoria elemental sobre el estado 
de salud del Presidente para poder determinar precisamente si había posibilidad efectiva, al 
momento de dictarse la sentencia (9 de enero de 2013) de que el mismo se presentaría 
eventual y efectivamente a juramentarse ante el Tribunal Supremo.  

Lo más elemental era que la Sala Constitucional hubiera determinado, por ejemplo, 
mediante una Junta Médica, el verdadero estado de salud del Presidente en el proceso de 
recuperación de su salud. Alguna prueba debía tener y constar en el expediente sobre esa 
situación de salud del Presidente, y si la misma efectiva y médicamente podía recuperarse. 
No se olvide, por ejemplo, que el primer Ministro Ariel Sharon de Israel, en pleno ejercicio 
de su cargo, en 2006 sufrió un derrame cerebral, habiendo entrado en un estado comatoso 
en el cual ha permanecido por siete años.17 En su momento, sin embargo, dado las pruebas 
médicas de su estado de salud, hubo de considerarlo separado de su cargo, habiéndose 
sucedido en Israel varios gobiernos distintos. Hubiera sido una aberración constitucional 
dejar un “encargado” del gobierno de dicho Primer Ministro, por tiempo indefinido, hasta 
esperar su recuperación. A la Sala Constitucional de Venezuela, sin embargo, no le interesó 
probar nada sobre el estado de salud del Presidente enfermo, y resolvió que aún estando el 
mismo fuera del territorio nacional, y a pesar de las informaciones oficiales sobre la 

                                                 
16   Idem.  
17   El 27 de enero de 2013 incluso se informó a la prensa, que a pesar de su estado comatoso había 

tenido “signos significantes de alguna actividad.” Véase en BBC News, 27 January 2013 en 
http://www.bbc.co.uk/news/world-middle-east-21225929   



gravedad de su enfermedad, sin probar nada, el Presidente supuestamente seguiría en 
ejercicio de las funciones que tenía para el período constitucional ya concluido, y para el 
que se iniciaba, sería juramentado cuando concurriera ante el Tribunal Supremo, sin saber 
ni determinar si ello era factible médicamente.   

En los hechos que se sucedieron en enero de 2013 quedó evidente que al no presentarse 
ante la Asamblea Nacional el Presidente Chávez electo (o reelecto), al concluir su período 
constitucional 2007-2013, el día 10 de enero de 2013 para el acto de la toma de posesión y 
juramentación de su cargo para el período 2013-2019, simplemente, a pesar de que 
ineludiblemente dicho nuevo período constitucional comenzó en esa fecha, el Presidente 
electo no podía comenzar a ejercer las funciones de la Presidencia para ese período 
constitucional 2013-2019 al no entrar en ejercicio del cargo, lo que le impedía poder 
cumplir dichas funciones. Sus funciones del período 2007-2013, por tanto, concluyeron el 
10 de enero, por lo que era una imposibilidad constitucional que a partir del 10 de enero de 
2013, si no se juramentaba para el próximo período, pudiera “seguir” “en el ejercicio de las 
mismas;” pues como no se juramentó el 10 de enero ante la Asamblea no pudo asumir el 
ejercicio del cargo de Presidente para el período 2013-2019.18 En consecuencia, fue un gran 
disparate y no tiene asidero constitucional alguno la afirmación de la Sala Constitucional de 
que:  

“ (iv) A pesar de que el 10 de enero próximo se inicia un nuevo período constitucional, 
no es necesaria una nueva toma de posesión en relación al Presidente Hugo Rafael Chávez 
Frías, en su condición de Presidente reelecto, en virtud de no existir interrupción en el 
ejercicio del cargo.” 

Al contrario, precisamente porque el 10 de enero de 2013 se iniciaba un nuevo período 
constitucional, era absolutamente necesaria una nueva toma de posesión del Presidente 
Chávez Frías, en su condición de Presidente reelecto, en virtud de que el período 
constitucional 2007-2013 había terminado, y de que el ejercicio del cargo para el período 
2013-2019 no se podía iniciar sin tal juramento, produciéndose en ese caso, 
inevitablemente, una real y efectiva interrupción en el ejercicio del cargo.19  

                                                 
18  Como también lo ha indicado Manuel Rachadell, “La interpretación que le ha dado la fracción 

gubernamental en la Asamblea Nacional de que Chávez sigue siendo Presidente en ejercicio, cuya 
> ausencia del acto de juramentación no tendría ninguna incidencia porque es una simple 
formalidad, que no es necesario que el Presidente de la Asamblea Nacional se juramente para cubrir 
la ausencia (que ni es temporal ni absoluta) del Presidente, porque tal función la ejerce, 
parcialmente, el Vicepresidente Ejecutivo de la República, carece de toda fundamentación en la Ley 
Suprema. No hay continuidad administrativa al concluir el período constitucional y comenzar el 
otro, ni siquiera en el supuesto de la reelección, y el nombramiento del Vicepresidente Ejecutivo 
caduca, como el del Presidente que lo ha designado, al vencimiento del período constitucional, el 10 
de enero próximo”. Idem.  

19   Por ello, el profesor Román José Duque Corredor considera esta afirmación “falsa de toda falsedad” 
agregando que “La reelección no es un mecanismo del ejercicio del cargo o para el ejercicio del 
cargo, sino un derecho del funcionario que ejerce un cargo electivo de poderse postular como 
candidato para un nuevo período para ese cargo y no de continuar en el mismo cargo. De modo que 
por tratarse de una nueva elección, si existe interrupción en su ejercicio. Si no fuera así, entonces, se 
trataría de un plebiscito y no de una elección, que es lo que parece piensan los Magistrados de la 
referida Sala que ha ocurrido con el candidato Hugo Chávez que se postuló para las elecciones del 7 
de octubre de 20102 para ser Presidente para el nuevo período 2013-2019.” Véase Román José 
Duque Corredor, Observaciones a la sentencia de la Sala Constitucional de 9 de enero de 2013. 
Véase en http://www.uma.edu.ve/interna/424/0/novedades_del_derecho_publico  



La Sala Constitucional al hacer la indicada afirmación infundada, contradijo lo 
expresado en su propia sentencia en el sentido de que el juramento previsto en el artículo 
231 de la Constitución, “no puede ser entendido como una mera formalidad carente de 
sustrato y, por tanto, prescindible sin mayor consideración,” sino que más bien se trata de 
una “solemnidad para el ejercicio de las delicadas funciones públicas” con “amplio arraigo 
en nuestra historia republicana,” que “procura la ratificación, frente a una autoridad 
constituida y de manera pública, del compromiso de velar por el recto acatamiento de la 
ley, en el cumplimiento de los deberes de los que ha sido investida una determinada 
persona.”  Ese juramento debe hacerse ante la Asamblea Nacional que está compuesta por 
los representantes del pueblo, y con ello, el pueblo puede tomar conocimiento de quién es 
el que va a gobernarlo. Es una especie de acto constitutivo de “fe de vida” del Presidente, 
de su propia existencia física, y de su capacidad para gobernar, realizado ante los 
representantes del pueblo. Y ello no puede eliminarse porque el electo haya sido reelecto, y 
menos aún cuando había permanecido ausente del país durante un mes, sin que la nación 
tuviera conocimiento claro de su estado. 

Después de todos las anteriores comentadas “consideraciones para decidir,” sin 
actividad probatoria alguna, ni siquiera efectuada de oficio, la Sala Constitucional 
puntualizó lo que debió ser el objeto de la interpretación solicitada, en el sentido de que “la 
Constitución establece un término para la juramentación ante la Asamblea Nacional, pero 
no estatuye consecuencia para el caso de que por “motivo sobrevenido” no pueda cumplirse 
con ella de manera oportuna y, por el contrario, admite expresamente esa posibilidad, 
señalando que pueda efectuarse la juramentación ante el Tribunal Supremo de Justicia;” 
resumen que implicaba, precisamente, pasar a determinar cuál era la realidad fáctica de la 
enfermedad y del estado de salud del Presidente de la República Hugo Chávez, y cuál era la 
posibilidad médica real, fáctica, de que pudiera recuperar plenamente su salud para poder 
ejercer el cargo para el cual había sido electo; y en esa situación, determinar entonces quien 
debía encargarse de la Presidencia de la República mientras el Presidente electo, por las 
causas sobrevenidas alegadas, si ello hubiera sido factible conforme a las pruebas médicas, 
pudiera llegar a tomar posesión del cargo.  

La Sala Constitucional, sin embargo, en lugar de cumplir su función interpretativa de la 
segunda parte de la norma del artículo 231 de la Constitución, y sin realizar actividad 
probatoria alguna conforme estaba obligada, se limitó a reafirmar lo que la propia norma 
constitucional dispone en el sentido de que la juramentación del Presidente reelecto podía 
ser efectuada en una oportunidad posterior al 10 de enero de 2013 ante el Tribunal Supremo 
de Justicia, de no poderse realizar dicho día ante la Asamblea Nacional, por supuesto, 
siempre que ello fuera factible; agregando sólo su apreciación de que le corresponde al 
propio Tribunal fijar dicho acto “una vez que exista constancia del cese de los motivos 
sobrevenidos que hayan impedido la juramentación.” Es decir, en lugar de desplegar una 
actividad probatoria precisamente para decidir, constatando la salud del Presidente y las 
posibilidades de su recuperación, la Sala decidió, sin pruebas, imponiendo un gobierno no 
electo democráticamente, dejando para la actividad probatoria para el futuro, solo para 
determinar si los motivos que impidieron la juramentación habrían cesado. Ninguna 
posibilidad dejó abierta la Sala que pudiera llegar a probarse por razón de su salud que el 
Presidente electo y ausente estaba incapacitado para ejercer su cargo –como era en efecto la 
situación – y si podía en realidad llegar a juramentarse, y ejercer el cargo para el cual había 
sido electo.  

De lo anterior, sin resolver la consecuencia jurídica derivada del hecho de que por un 
“motivo sobrevenido” el Presidente electo no pudo tomar posesión del cargo con su 
juramentación ante la Asamblea Nacional el día fijado constitucionalmente, la Sala 



concluyó su sentencia, afirmando como por arte de magia, como se dijo, sin que las 
“consideraciones para decidir” en realidad fundamentaran y condujeran a ello, que:  

“ (vi) En atención al principio de continuidad de los Poderes Públicos y al de 
preservación de la voluntad popular, no es admisible que ante la existencia de un desfase 
cronológico entre el inicio del período constitucional y la juramentación de un Presidente 
reelecto, se considere (sin que el texto fundamental así lo paute) que el gobierno queda ipso 
facto inexistente. En consecuencia, el Poder Ejecutivo (constituido por el Presidente, el 
Vicepresidente, los Ministros y demás órganos y funcionarios de la Administración) seguirá 
ejerciendo cabalmente sus funciones con fundamento en el principio de la continuidad 
administrativa.” 

Sobre esto, que es en definitiva la parte resolutiva de la sentencia, con lo que se 
pretendió legitimar una usurpación de autoridad,20 deben formularse las siguientes 
observaciones:  

Primero, como se ha dicho anteriormente, es una apreciación errada y sin fundamento 
alguno que la Sala Constitucional haya expresado la hipótesis de que “se considere (sin que 
el texto fundamental así lo paute)” - pero sin decir quién lo consideraba -, que “ante la 
existencia de un desfase cronológico entre el inicio del período constitucional y la 
juramentación de un Presidente reelecto, […] que el gobierno queda ipso facto inexistente.” 
Esa hipótesis que nadie le planteó pues no hubo debate alguno en el proceso, la verdad es 
que no tenía posibilidad de ocurrencia. Si un Presidente electo por un motivo sobrevenido 
no puede prestar su juramento ante la Asamblea Nacional, e, incluso, tampoco ante el 
Tribunal Supremo, el hecho de que el período constitucional anterior concluya no implica 
“que el  gobierno queda ipso facto inexistente.” Esta no es más que una lucubración llevada 
al absurdo que no tiene asidero alguno en el derecho constitucional, salvo en la visión 
distorsionada de la Sala Constitucional, al negarse a interpretar la norma constitucional que 
se le solicitó, y que precisamente era con el objeto de determinar, como el gobierno no 
puede dejar de existir, quién en esa situación se encargaba de la Presidencia de la 
República. Así como el Presidente de la Asamblea Nacional se debe encargar de la 
Presidencia en caso de falta absoluta del Presidente electo “antes de la toma de posesión” 
de su cargo, con la misma lógica de que ejerza interinamente la Presidencia un ciudadano 
con legitimidad democrática electiva, en caso de que por motivo sobrevenido el Presidente 
electo no pueda tomar posesión de su cargo y juramentarse, quien debe encargarse de la 
Presidencia para iniciar el nuevo período constitucional, mientras aquél se juramenta, es el 
Presidente de la Asamblea Nacional.21 Y siempre, en este caso, con pruebas por delante de 
                                                 

20   Con razón la diputada María Corina Machado expresó el 11 de enero de 2013: “que el acto que 
vimos ayer no tiene precedentes. Dijo que Venezuela amaneció con un gobierno usurpado y el 
Vicepresidente, los ministros y la Procuradora General pretenden seguir ejerciendo sus cargos. 
“Todos los cargos de gobierno cesaron el pasado jueves y ante esa pretensión, todos su actos son 
nulos, como lo establece el artículo 138 de la Constitución”, recalcó. Reiteró que Diosdado Cabello 
ha violado su juramento, porque debió llamar a la sesión solemne de toma de posesión del nuevo 
período presidencial y agregó que “no reconocemos a Maduro como Vicepresidente, porque hay una 
situación de ilegitimidad profunda”. Aseguró que en Venezuela no existe separación de poderes, 
“tenemos un TSJ sumiso, nuestra soberanía está siendo pisoteada”. Véase reseña de Programa 
Primera página de Globovisión, 11-1-2013, en http://www.lapatilla.com/site/2013/01/11/maria-
corina-nuestra-soberania-esta-siendo-pisoteada/  

21  El profesor Román José Duque Corredor expuso sobre la errada conclusión de la sentencia su 
apreciación de que:“La continuidad de los poderes públicos no se afecta, ni tampoco el gobierno 
queda ipso facto inexistente, cuando de pleno derecho se establece un régimen transitorio 
precisamente para el caso que los funcionarios que deban ejercer sus funciones no lo puedan hacer, 



la naturaleza del hecho sobrevenido y poder así determinarse si tal juramento podría tener o 
no lugar.  

Segundo, luego de la errada apreciación anterior, y sin resolver el tema central de la 
interpretación constitucional solicitada en la situación de no comparecencia del Presidente 
Chávez el 10 de enero de 2013 a tomar posesión de su cargo, sobre quién en ese caso se  
debía encargar de la Presidencia de la República a partir de esa fecha, la Sala se limitó a 
afirmar que pura y simplemente que:  

“En consecuencia, el Poder Ejecutivo (constituido por el Presidente, el Vicepresidente, 
los Ministros y demás órganos y funcionarios de la Administración) seguirá ejerciendo 
cabalmente sus funciones con fundamento en el principio de la continuidad administrativa,” 
y sin mayor argumentación. 

En cuanto al “Presidente,” lo que era una referencia sin duda al Presidente H. Chávez, 
ello no sólo era inconstitucional porque el mismo no se podía juramentar para tomar 
posesión de su cargo y entrar en ejercicio de sus funciones para el nuevo período 
constitucional, pues como se había informado oficialmente, y ese era el único hecho notorio 
que no requería prueba, estaba totalmente ausente del país desde hacía un mes, en un estado 
postoperatorio que presentaba un cuadro de salud que sin duda lo imposibilitaba e 
inhabilitaba totalmente, no sólo para comparecer ante la Asamblea Nacional sino para 
ejercer el cargo y las funciones inherentes al mismo. Respecto del Presidente de la 
República H. Chávez, no tenía sentido alguno invocar el principio de continuidad 
administrativa, pues como Jefe del Estado y del Gobierno, lo que le correspondía 
prioritariamente era dirigir la acción de gobierno (art. 226), y para ello estaba inhabilitado 
de hacerlo.  

Se insiste, en cuanto al Presidente de la República Chávez quién continuaba, según la 
Sala, “ejerciendo cabalmente sus funciones,” ello no pasaba de ser un buen deseo o un buen 
pensamiento, pues por las informaciones oficiales suministradas desde el gobierno, desde el 
1o de diciembre de 2012 el Presidente no sólo estaba ausente del territorio nacional, sino 
que desde donde permanecía, en una cama de hospital en La Habana, estaba totalmente 
incapacitado para gobernar.22 De manera que no era cierto, como lo afirmó la Sala 

                                                                                                                                                     
como ocurre cuando por su falta absoluta el candidato electo o reelecto Presidente no pueda asumir 
su cargo en la fecha programada, en cuyo caso el gobierno sigue existiendo en forma transitoria pero 
en manos del Presidente de la Asamblea Nacional. Y precisamente para garantizar la voluntad 
popular, ante la falta absoluta del candidato electo o reelecto para el inicio del nuevo período, la 
Constitución prevé que se realicen nuevas elecciones y que la Presidencia, transitoriamente hasta la 
nueva elección, la ejerza un funcionario elegido mediante sufragio directo y universal y no el 
Vicepresidente que no fue elegido ni designado para el nuevo período. Así como si dicha falta 
ocurre después del inicio del período y con posterioridad a la toma de posesión, el gobierno lo ejerza 
el Vicepresidente que si fue designado por el Presidente electo, que tomo posesión del cargo, pero 
que dejó su cargo por alguna falta absoluta, y ello solo mientras se llevan a cabo nuevas elecciones 
para que la voluntad popular se pueda manifestar.” Véase Román José Duque Corredor, 
Observaciones a la sentencia de la Sala Constitucional de 9 de enero de 2013. Véase en 
http://www.uma.edu.ve/interna/424/0/novedades_del_derecho_publico  

22  El 13 de enero de 2013, el Ministro de Información Villegas, informaba: “El presidente de 
Venezuela, Hugo Chávez, evoluciona favorablemente de la cirugía a la que fue sometido el pasado 
11 de diciembre, aunque aún necesita “medidas específicas” para la solución de la “insuficiencia 
respiratoria” que se le originó como consecuencia de una infección. “A pesar de su delicado estado 
de salud después de la compleja intervención quirúrgica del 11 de diciembre pasado en los últimos 
días la evolución clínica general ha sido favorable”,  véase en 



Constitucional, que el Poder Ejecutivo estaba conducido por el Presidente de la República, 
ni que éste pudiera ejercer su cargo, y menos “continuar” ejerciéndolo en forma alguna. En 
cuanto al cuadro de gravedad del Presidente, en realidad, a esa fecha, lo único que se sabía 
como signo de su condición era que en algún momento había “apretado” la mano del 
Vicepresidente de la República, según información suministrada por él mismo.23 Por tanto, 
al contrario de lo que afirmó la Sala, había una evidente falta efectiva del Presidente de la 
República del país y del ejercicio del cargo para el cual había sido electo.  

Para decretar judicialmente, a pesar de su ausencia del territorio nacional y del 
mencionado cuadro de salud, que sin embargo, el Presidente enfermo y ausente “seguirá 
ejerciendo cabalmente sus funciones” lo menos que debía haber requerido la Sala 
Constitucional era la prueba cabal y cierta de ese estado de salud y de las posibilidades de 
recuperación de la salud para poder ejercer cabalmente las funciones de la Presidencia. Pero 
nada de ello ordenó la Sala; es decir, decidió sin pruebas, y además, en contra de “hechos” 
que eran más que “notorios.” 

Lo resuelto por la Sala Constitucional, por tanto, estando el “Presidente” de hecho 
impedido de ejercer cabalmente sus funciones, lo que en realidad significó fue la decisión 
que sus Magistrados adoptaron de poner el gobierno de Venezuela para el inicio del período 
constitucional 2013-2019, en manos de funcionarios que no habían sido electos 
popularmente, contrariando el principio democrático, como fueron los otros (además del 
Presidente ausente) mencionados en la sentencia: “el Vicepresidente, los Ministros y demás 
órganos y funcionarios de la Administración” indicando que seguirían “ejerciendo 
cabalmente sus funciones con fundamento en el principio de la continuidad administrativa.” 

 En este caso, sin embargo, no es que con fundamento en el principio de la continuidad 
administrativa la Sala Constitucional hubiera resuelto que mientras el Vicepresidente, los 
Ministros y demás órganos y funcionarios de la Administración fueran reemplazados en sus 
cargos, estaban en la obligación de ejercer sus funciones; sino que lo que resolvió la Sala 
Constitucional violando la Constitución y el derecho ciudadano a la democracia, fue que en 
el nuevo período constitucional 2013-2019 que se inició el 10 de enero de 2013, sin 
Presidente en ejercicio por estar éste confinado a una cama de hospital en La Habana con 
graves problemas de salud, el gobierno de la República comenzó a estar a cargo de 
funcionarios no electos, que no tenían legitimidad democrática, como son el Vicepresidente 
y los Ministros quienes habían sido nombrados en el período constitucional anterior, y 
cuyas funciones la Sala prolongó sin término alguno, es decir, sine die, y hasta cuando el 
propio Tribunal Supremo fijase la oportunidad de que el Presidente electo enfermo se 
juramentase ante el mismo.  

Ni más ni menos, la Sala Constitucional lo que produjo con esta decisión fue un golpe 
contra la Constitución,24 que en este caso fue dado por el Juez Constitucional, el cual 

                                                                                                                                                     
http://www.lapatilla.com/site/2013/01/13/villegas-en-minutos-comunicado-oficial-sobre-salud-de-
chavez/  

23  “Maduro: “Chávez me apretó la mano con una fuerza gigantesca,”  indicando que “En uno de los 
saludos lo saludé (a Chávez) con la mano izquierda y me apretó con una fuerza gigantesca mientras 
hablábamos", comentó Maduro durante una entrevista exclusiva que ofreció al canal interestatal 
Telesur desde Cuba, donde se encuentra desde el pasado 29 de diciembre acompañando al 
gobernante y a sus familiares.”Véase en Larazón.com, 2 de enero de 2013, en  
http://www.larazon.es/detalle_normal/noticias/554672/maduro-chavez-me-apreto-la-mano-con-una-
fuerz  

24   También puede calificarse la situación como golpe de Estado, pues en definitiva, todo golpe contra 
la Constitución es un golpe de Estado. Véase  Claudio J. Sandoval, ¿Golpe de Estado en 



precisamente estaba llamado a defenderla en su supremacía e integridad, vulnerando en 
cambio el derecho de los ciudadanos a ser gobernados por gobernantes electos. 

La decisión de la Sala Constitucional, por otra parte, no resolvió el problema de 
gobernabilidad democrática de la República, que era lo que la Sala Constitucional estaba en 
la obligación de garantizar con su interpretación. El Vicepresidente Ejecutivo, entonces en 
funciones, Nicolás Maduro, a quien conforme a lo decidido en la misma sentencia se dejaba 
de hecho conduciendo la acción de gobierno, sin embargo, supuestamente aún en ausencia 
del Presidente del territorio nacional, no está supliendo su “falta temporal” pues Chávez, 
según la Sala Constitucional ni la había “decretado” ni la había “invocado,” de manera que 
supuestamente sólo podría actuar como Vicepresidente Ejecutivo, con las atribuciones que 
tiene en la Constitución (art. 239) y con las que el Presidente Chávez le había delegado 
mediante Decreto No. 9315 de 9 de diciembre de 2012,25 de contenido absolutamente 
limitativo.  

Además, debe advertirse que dicho Decreto de delegación de diciembre de 2012, al 
considerar que el Vicepresidente Ejecutivo Maduro, no suplía automáticamente la falta 
temporal del Presidente delegante (de lo contrario la delegación era innecesaria), impuso 
que todos los actos que dictase el Vicepresidente distintos a los expresamente delegados en 
los 8 primeros numerales del artículo 1º del Decreto referidos a temas de finanzas públicas, 
para poder ser dictados debían ser sometidos “a consulta previa al Presidente” y a su 
aprobación en Consejo de Ministros, lo que de nuevo planteaba un cuadro de imposibilidad 
en su ejecución por la ausencia del territorio nacional y la situación de salud del Presidente. 
Por otra parte, era evidente que el mencionado decreto de delegación cesó en sus efectos, 
por caducar, a partir del 10 de enero de 2013, al terminar el período constitucional para el 
cual fue dictado. Sin embargo, y asumiendo que con la decisión de la Sala Constitucional el 
mismo también había sido “prorrogado” en sus efectos, el resultado de todo lo anterior, era 
que al no estar el Vicepresidente supliendo la “falta  temporal” del Presidente, por no 
haberlo así resuelto el Presidente y haberlo decidido así el propio Tribunal Supremo, en 
ausencia del primero, el Vicepresidente Ejecutivo comenzaba a conducir el Poder Ejecutivo 
con facultades muy limitadas, entre las cuales no estaban las enumeradas en el artículo 236 
de la Constitución asignadas al Presidente de la República. 

El resultado de todo esto fue que a partir del 10 de enero de 2013, por voluntad la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Venezuela comenzó a gobernar un 
funcionario no electo, que según la propia sentencia no estaba supliendo la ausencia del 
Presidente de la República electo y enfermo; funcionario que entonces sólo podía ejercer 
sus atribuciones establecidas en la Constitución (art. 239) y las enumeradas en el decreto de 
delegación de diciembre de 2013,26 y quién no podía ejercer las atribuciones que sólo un 
Presidente en ejercicio podría ejercer. Ello implicaba, por ejemplo, que a partir del 10 de 
enero de 2013, no podía nombrar y remover los Ministros;27 no podía dirigir las relaciones 

                                                                                                                                                     
Venezuela?, en El Universal,  Caracas10 de enero de 2013,  en  
http://www.eluniversal.com/opinion/130110/oea-golpe-de-estado-en-venezuela .   

25   Véase en Gaceta Oficial No. 40.078 del 26 de diciembre de 2012 
26  Ello no impidió por ejemplo que el Vicepresidente, en virtud de la “continuidad administrativa” 

decretada por la Sala Constitucional, procediera a designar mediante Decreto No. 9350 de 11 de 
enero de 2013, “por delegación del Presidente,” a un “Vicepresidente Encargado” para suplir su 
ausencia del territorio nacional para viajar a Cuba. Véase Decreto Nº 9.350, de fecha 11 de enero de 
2013 en Gaceta Oficial Nº 40.088, de fecha 11 de enero de 2013 

27  Por ello se recurrió a la ficción de publicar el 18 de enero de 2013 dos decretos con la firma del 
Presidente “dada en Caracas” cuando ello era falso pues estaba en La Habana, recuperándose, según 



exteriores de la República y celebrar y ratificar los tratados, convenios o acuerdos 
internacionales; no podía dirigir las Fuerza Armada Nacional ni podía tener el carácter de 
Comandante en Jefe de la misma, no pudiendo ejercer la suprema autoridad jerárquica de 
ella y fijar su contingente; no podía ejercer el mando supremo de la Fuerza Armada 
Nacional, promover sus oficiales a partir del grado de coronel o capitán de navío, y 
nombrarlos para los cargos que les son privativos; no podía declarar los estados de 
excepción y decretar la restricción de garantías en los casos previstos en esta Constitución; 
no podía convocar a la Asamblea Nacional a sesiones extraordinarias; no podía reglamentar 
total o parcialmente las leyes, sin alterar su espíritu, propósito y razón; no podía negociar 
los empréstitos nacionales; no podía celebrar los contratos de interés nacional conforme a la 
Constitución y la ley; no podía designar, previa autorización de la Asamblea Nacional o de 
la Comisión Delegada, al Procurador General de la República y a los jefes o jefas de las 
misiones diplomáticas permanentes; no podía formular el Plan Nacional de Desarrollo y 
dirigir su ejecución previa aprobación de la Asamblea Nacional; no podía conceder 
indultos; no podía fijar el número, organización y competencia de los ministerios y otros 
organismos de la Administración Pública Nacional, o la organización y funcionamiento del 
Consejo de Ministros, dentro de los principios y lineamientos señalados por la 
correspondiente ley orgánica; no podía disolver la Asamblea Nacional en el supuesto 
establecido en la Constitución; ni podía convocar referendos; ni podrá convocar y presidir 
el Consejo de Defensa de la Nación.28 

A esta absurda ingobernabilidad era a lo que conducía la sentencia de la Sala 
Constitucional; a raíz de la cual, por su insostenibilidad jurídica, el gobierno comenzó 
incluso a perseguir a quienes argumentaran o informaran sobre la correcta interpretación 
que debía darse a las normas constitucionales y sobre la inconstitucional decisión del 
Tribunal Supremo y sus efectos;29 de manera que hasta los estudiantes universitarios que 

                                                                                                                                                     
informó el día anterior 17 de enero de 2013 el propio Vicepresidente Maduro de los “estragos” de 
unas complicaciones postoperatorias (Véase Entrevista a Nicolás Maduro, “Tratamiento del 
presidente Chávez es para superar "estragos" de infección respiratoria,” Globovisión 17 de enero de 
2013, en http://globovision.com/articulo/maduro-ahora-tratamiento-de-chavez-es-para-superar-
estragos-de-insuficiencia-respiratoria), como fue el caso del Decreto No. 9.351 de 15 de enero de 
2013 publicado en Gaceta Oficial No 40.090 de la misma fecha, en el cual el mismo Presidente 
Hugo Chávez nombró a  “Elías Jaua Milano, como Ministro del Poder Popular para Relaciones 
Exteriores;” y el Decreto No. 9.352, de la misma fecha, mediante el cual el mismo Presidente Hugo 
Chávez nombró a l mismo Elías Jaua Milano, Ministro del Poder Popular para Relaciones 
Exteriores, como “Sexto Vicepresidente del Consejo de Ministros Revolucionarios del Gobierno 
Bolivariano para el Área Política.” 

28  Véase sobre esta situación, Manuel Rachadell, “Continuidad de la presidencia compartida o un país 
presidencialista sin Presidente,” Caracas, 10 de enero de 2013, en  
http://manuelrachadell@blogspot.com . 

29  El 9 de enero de 2013, el consultor jurídico de Globovisión, Ricardo Antela, explicó sobre el nuevo 
procedimiento administrativo sancionatorio abierto por la Comisión Nacional de 
Telecomunicaciones (CONATEL) contra la estación de TV, “por la difusión de cuatro micros 
informativos sobre el articulado de la Constitución”, que a juicio del ente regulador, "incitan al odio, 
la zozobra y la alteración del orden público", prohibiendo de entrada “a la televisora retransmitir 
dichos mensajes o algunos similares.” En horas de la tarde de ese mismo día el “presidente de la 
Asamblea Nacional, Diosdado Cabello; y el ministro Rafael Ramírez, habían sugerido al ente 
regulador “iniciar una investigación contra el canal por difundir el artículo 231 de la Constitución.”. 
Véase la información en http://globovision.com/articulo/conatel-notifica-a-globovision-de-nuevo-
procedimiento-administrativo-sancionatorio  



comenzaron a protestar contra la sentencia de la Sala Constitucional, fueron por ello 
amenazados con cárcel.30 

El tema central y patético en este caso, sin embargo, es que con la sentencia No. 2 de 9 
de enero de 2013, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, a partir del día 
siguiente 10 de enero de 2013, instaló en Venezuela  un gobierno no electo, sin término, ni 
legitimidad democrática, sujetando su duración sólo hasta cuando la propia Sala 
Constitucional lo dispusiera al fijar una fecha para tomar juramento del Presidente de la 
República electo, y no posesionado de su cargo, para comenzar a ejercerlo, a pesar de que 
por razón del principio de la continuidad administrativa hubiera afirmado que el mismo 
Presidente supuestamente continuaba “en el ejercicio cabal de su cargo.” Esa tan 
importante y trascendental decisión para la vida democrática de un país, además, y sin 
embargo, lo adoptó el juez constitucional sin que en el expediente constara prueba alguna 
sobre el estado de salud del Presidente electo y no posesionado, y sobre las posibilidades de 
su recuperación. 

Ante esta sentencia, por tanto, adquiere todo su valor el principio de que en los 
procesos constitucionales se precisa ineludiblemente de la prueba cuando sea necesario 
sustentar la verdad de algo para aplicar determinada consecuencia jurídica,31 y eso es lo 
que precisamente debe ocurrir en los procesos de interpretación abstracta de la Constitución 
cuando haya hechos que probar, de manera que el juez constitucional pueda decidir 
conforme a lo probado en autos, estándole vedado decidir sin que los hechos involucrados 
hayan sido probados. Lo contrario es arbitrariedad, que fue precisamente lo que ocurrió con 
la sentencia No 2 de 9 de enero de 2013; y además, con otra sentencia No. 141 de 8 de 
marzo de 2013, 32 mediante la cual se completó la violación al principio democrático. 

III. DE CÓMO EL JUEZ CONSTIUCIONAL EN VENEZUELA, AL  
FALLECER EL PRESIDENTE CHÁVEZ, ENFERMO Y AUSENTE DE L 
TERRITORIO NACIONAL, DESIGNÓ COMO ENCARGADO DE LA 
PRESIDENCIA A UN FUNCIONARIO SIN LEGITIMIDAD 
DEMOCRÁTICA 

En efecto, la arbitraria conducta del Juez Constitucional en el tratamiento de la falta de 
comparecencia del Presidente Chávez para juramentarse en el ejercicio de su cargo el 10 de 
enero de 2013, por estar gravemente enfermo y ausente del territorio nacional, 
considerando contra la razón y los hechos que a pesar de ello, continuaba en ejercicio de su 
cargo, junto con su gabinete, hasta tanto pudiera – si ello si acaso ocurría – juramentarse 
ante el Tribunal Supremo, no terminó con la sentencia de 9 de enero de 2013, sino que su 
actuación contraria a la Constitución la completó dos meses después, una vez que se 
anunció oficialmente el 5 de marzo de 2013 el fallecimiento del Presidente de la República, 

                                                 
30  El Goberndor del Estado Táchira, José Gregorio Vielma Mora, afirmó a la prensa “que los 

estudiantes de las universidades Católica y de Los Andes de esa entidad, que manifestaron en contra 
del fallo del Tribunal Supremo de Justicia, estaban ebrios y otros consumieron drogas para 
“valentonarse en contra de la autoridad”. “Son delincuentes”, aseveró. Advirtió al rector académico 
de la ULA, Omar Pérez Díaz y demás profesores, que irá a la Fiscalía a denunciarlos. “No mienta 
(Pérez Díaz), usted está promoviendo la violencia en Táchira. Les están pagando desde el 
extranjero. “Tienen armamento y municiones dentro de la universidad”, acusó. 
De seguir protestando “van a ser tratados como bandas criminales e irán a la cárcel de Santa Ana”. 
Véase en http://m.notitarde.com/nota.aspx?id=159398  

31   Ana Giacometto, La prueba en los procesos constitucionales, Bogotá 2009. 
32  Véase el texto de la sentencia de interpretación del artículo 233 de la Constitución en 

http://www.tsj.gov.ve.decisioes/scon/Marzo/141-9313-2013-13-0196.html    



después de que supuestamente el 18 de febrero de 2013,33 había sido trasladado de una 
cama de hospital en La Habana a una cama de hospital en Caracas, sin haber sido visto 
nunca más públicamente desde el 10 de diciembre de 2012.  

Dos días antes del anunciado y no constatado por nadie “regreso” del Presidente a 
Caracas, en todo caso, en relación con el tema de la salud del Presidente Chávez, se había 
anunciado oficialmente que debido a una traqueotomía, el mismo “respiraba por una cánula 
traqueal,” lo que le impedía hablar.34  

Ello a pesar de que lo que hacía era confirmar su total imposibilidad de gobernar, no 
había impedido que unas semanas antes, el Ministro de Relaciones Exteriores Elías Jaua, 
nombrado “en Caracas” por el Presidente electo, cuando sin embargo, estaba ausente del 
país y no había tomado posesión de su cargo; luego de un viaje a La Habana, hubiera 
afirmado el 22 de enero de 2013, a su regreso a Caracas, que había “conversado con 
Chávez en La Habana;”35 ni impidió que a principios del mes de marzo de 2013, otros 
voceros oficiales del gobierno, en particular el Vicepresidente Ejecutivo y otros Ministros, 
también hubieran llegado a anunciar al país que habían estado con el Presidente Hugo 
Chávez Frías en una supuesta reunión de gabinete de nada menos que de cinco horas 
durante la noche el día 23 de febrero.36  

                                                 
33  Véase la reseña en El Universal, Caracas 18-2-2013, “Chávez vuelve a Venezuela. El presidente de 

Venezuela, Hugo Chávez, regresó a Caracas procedente de La Habana, más de dos meses después 
de que viajara a Cuba para someterse a la cuarta operación de un cáncer que le fue diagnosticado en 
junio de 2011, y se encuentra en el hospital militar de Caracas,” en 
http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/salud-presidencial/130218/chavez-vuelve-a-
venezuela . A través de la cuenta Twister @chavezcandanga, el Ptresidente habría mandado un 
mensaje a las 2.30 de la madrigada con el siguiente texto: “Hemos llegado de nuevo a la Patria 
venezolana. ¡¡Gracias Dios mío!! Gracias ¡¡Pueblo amado!! Aquí continuaremos el tratamiento.” 

34   El Ministro de Comunicación e Información, Ernesto Villegas, informó ese día en cadena de radio y 
televisión que al Presidente le persistía "un cierto grado de insuficiencia" y “presenta respiración a 
través de cánula traqueal que le dificulta temporalmente el habla,” sometido a un “tratamiento 
enérgico para la enfermedad de base, que no está exento de complicaciones,”oportunidad en la cual 
se publicitó una fotografía que se dijo era de 14 de febrero de 2013 del Presidente con sus hijas, que 
sin embargo, no mostraban en forma alguna lo que se anunciaba, ni por la vestimenta de los que 
posaron en la fotografía ni por la asepsia que una situación como la escrita requería. Continuó el 
Ministro informando que “después de dos meses de un complicado proceso postoperatorio, el 
paciente se mantiene consciente, con integridad de las funciones intelectuales, en estrecha 
comunicación con su equipo de gobierno y al frente de las tareas fundamentales inherentes a su 
cargo.” Sin embargo, el Ministro de Ciencia y tecnología Arreaza, informaba en el canal multiestatal 
Telesur, que Chávez "tiene dificultad para comunicarse verbalmente (...) Uno lo que tiene es que 
poner atención y él comunica perfectamente sus decisiones, cuando no las escribe (... ) Pero 
perfectamente se comunica y se da a entender. No tiene la voz que lo caracteriza, pero esto es un 
proceso que es reversible y esperamos volverlo a escuchar.” Véase la reseña de María Lilibeth Da 
Corte, “Chávez respira por cánula traqueal que le dificulta hablar. Arreaza: Él comunica 
perfectamente sus decisiones, cuando no las escribe,” en El Universal, Caracas 16-2-2013, en   
http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/130216/chavez-respira-por-canula-traqueal-que-le-
dificulta-hablar  Véase igualmente en http://globovision.com/articulo/ministro-villegas-en-breve-
comunicado-y-fotografias-del-presidente-chavez  

35  Véase la reseña de Ender Ramírez Padrino,  “Jaua informó que se reunió con el presidente en La 
Habana,” El Nacional, 21 de enero de 2013, en  http://www.el-nacional.com/politica/Jaua-asegura-
converso-Chavez-Habana_0_122390427.html 

36  Véase “Maduro asegura que se reunió con Chávez por más de cinco horas,” en  El Universal, 23 de 
febrero de 2013, en http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/salud-



El día 4 de marzo de 2013, sin embargo, el Ministro de Comunicaciones anunciaba al 
país que Chávez había tenido “un empeoramiento de la función respiratoria relacionado con 
el estado de inmunodepresión propio de su situación clínica,” presentando “una nueva y 
severa infección” siendo su estado de salud “muy delicado,”37 lo que presagiaba ya el 
anuncio de un desenlace final, que por ahora nadie sabrá cuando efectivamente ocurrió. En 
todo caso, el presagio se confirmado el día 5 de marzo de 2013, en horas de mediodía en 
una extraña y sombría rueda de prensa o reunión de gabinete presidida por el 
Vicepresidente Ejecutivo, Nicolás Maduro, convocada “luego de que se informara 
oficialmente de un deterioro en la salud del presidente Hugo Chávez,”38 anunciándose ya, 
sin anunciarlo, lo que evidentemente había ocurrido o estaba ocurriendo, y que era el 
fallecimiento del Presidente Chávez.  

De allí, luego de los diversos anuncios contradictorios sobre el agravamiento de la 
salud del Presidente, lo que siguió fue el anuncio formal del hecho del fallecimiento unas 
pocas horas después, en exposiciones separadas y televisadas del Vicepresidente Nicolás 
Maduro,39 del Presidente de la Asamblea Nacional, Diosdado Cabello40 y del Ministro de la 
Defensa, general Diego Molero Bellavía.41  

Sobre ello, tal y como se afirmó en la sentencia No. 141 de la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia dictada atendiendo a una solicitud de interpretación abstracta 
del artículo 233 de la Constitución, “el 5 de marzo de 2013, el Vicepresidente Ejecutivo 
ciudadano Nicolás Maduro Moros anunció, desde la sede del Hospital Militar de Caracas 
‘Dr. Carlos Arvelo,’ el lamentable fallecimiento del Presidente de la República ciudadano 
Hugo Chávez Frías”42;  hecho que ocurrió, según dicho anuncio, a las 4.25 pm.,43 sesenta 

                                                                                                                                                     
presidencial/130223/maduro-asegura-que-se-reunio-con-chavez-por-mas-de-cinco-horas; y En 
“Maduro: Chávez continúa con cánula traqueal y usa distintas vías de entendimiento,” Publicado 
por caracas en Febrero 23, 2013 , en http://venezuelaaldia.com/2013/02/maduro-chavez-continua-
con-la-canula-traqueal-y-usa-distintas-vias-de-entendimiento/.   

37  “Villegas,, “El estado general sigue siendo delicado,” en Kikiriki, 4-3-2023, en 
http://www.kikiriki.org.ve/villegas-el-estado-general-sigue-siendo-delicado/  

38  Véase “Venezuela transmitirá reunión entre Maduro, Gabinete y militares: oficial,” en Reuters, 5-3-
2013, en http://ar.reuters.com/article/topNews/idARL1N0BX9B220130305  

39  Véase en “Muere el presidente Hugo Chávez,”, en ElTiempo.com, 5-3-2013, en 
http://www.eltiempo.com/mundo/latinoamerica/ARTICULO-WEB-NEW_NOTA_INTERIOR-
12639963.html 

40 Véase en http://cnnespanol.cnn.com/2013/03/05/diosdado-cabello-nuestros-hijos-tendran-patria-gracias-
a-lo-que-hizo-chavez/  

41  Véase lo expresado por Diego Molero Bellavía, Ministro de la Defensa, al comprometerse en que 
las Fuerzas Armadas  respetarían la Constitución, expresando,, “ Vicepresidente Nicolás Maduro, 
señor Diosdado Cabello, presidente de la Asamblea Nacional, y todos los poderes, cuenten con la 
Fuerza Armada, que es del pueblo y para el pueblo,” en “Ministro de la defensa venezolano hace un 
llamado a la unidad,” CNN, 5-3-2013, en CNN es la Noticia, 5-3-2013, en 
http://cnnespanol.cnn.com/2013/03/05/ministro-de-la-defensa-venezolano-hace-un-llamado-a-la-
unidad/. 

42  Véase el texto de la sentencia de interpretación del artículo 233 de la Constitución en 
http://www.tsj.gov.ve.decisioes/scon/Marzo/141-9313-2013-13-0196.html    

43   Afirmando incluso que no descartaba “que la enfermedad del presidente Chávez haya sido 
inducida.” Véase “Muere el presidente Hugo Chávez,”, en ElTiempo.com, 5-3-2013, en 
http://www.eltiempo.com/mundo/latinoamerica/ARTICULO-WEB-NEW_NOTA_INTERIOR-
12639963.html  



años después del fallecimiento de Joseph Stalin, hecho éste último que ocurrió el día 5 de 
marzo de 1953. Nótese que la Sala Constitucional no afirmó que en esa fecha indicada 
hubiera ocurrido dicho fallecimiento, pues no tenía pruebas de ello, y sólo que esa fue la 
fecha que anunció el Vicepresidente, sin prueba alguna. 

Se trató, en todo caso, de un hecho singular en la vida política del país, pues desde que 
el presidente Juan Vicente Gómez falleció en diciembre de 1935, estando en ejercicio del 
cargo, no había ocurrido en Venezuela que un Presidente de la República falleciera siendo 
titular del cargo, y nunca con la popularidad que había tenido el Presidente Chávez. 

Como hecho relevante en la vida política del país, sin duda, el anuncio del 
fallecimiento del Presidente Chávez produjo una serie de consecuencias jurídicas que deben 
identificarse claramente. El derecho precisamente regula las consecuencias jurídicas que en 
determinados momentos producen ciertos hechos o actos adoptados por los sujetos de 
derecho, así como las relaciones jurídicas que se establecen entre esos sujetos de derecho. 
Normas, actos y sujetos de derecho configuran, en definitiva, el mundo en el cual opera el 
derecho, de manera que el hecho del fallecimiento de una persona titular del cargo de 
Presidente de República, quién incluso no se llegó a posesionar del mismo, ameritaba ser 
analizado para tratar de establecer sus consecuencias jurídicas. Ese hecho del fallecimiento 
del Presidente de la República Hugo Chávez Frías, se produjo además en medio de una 
serie de otros hechos y actos jurídicos que condicionaron sus efectos jurídicos y que es 
necesario tener también presente para determinar dichas consecuencias jurídicas.  

Esos son, en líneas generales, los siguientes:  
Primero, que el Presidente Chávez había sido reelecto Presidente de la República el 7 

de octubre de 2012, para el período constitucional 2013-2019, cuando estaba en ejercicio 
del cargo de Presidente para el período constitucional 2007-2013, para el cual había sido a 
su vez reelecto en 2006; período este que terminaba el 10 de enero de 2013.  

Segundo, que el Presidente Chávez, desde el día 10 de diciembre de 2012, había 
viajado a La Habana, luego de haber obtenido autorización de la Asamblea Nacional pues 
se ausentaría del territorio nacional por más de 5 días (art. 234, Constitución), para 
someterse a una operación quirúrgica, después de la cual nunca más se le vio en público. 

Tercero, que la ausencia del Presidente del territorio nacional constituyó una falta 
temporal (art. 234, Constitución) que constitucionalmente el Vicepresidente Ejecutivo 
estaba obligado a suplir, lo que en este caso, el Vicepresidente que era Nicolás Maduro se 
negó a hacer, habiendo permanecido en Caracas, con viajes frecuentes a La Habana, 
conduciendo la acción de gobierno sólo mediante una delegación de atribuciones que el 
Presidente Chávez había decretado el 9 de diciembre de 2012.   

Cuarto, que para tomar posesión del cargo de Presidente para el nuevo período 
constitucional 2013-2019, el Presidente Chávez debía juramentarse ante la Asamblea 
Nacional el día 10 de enero de 2013 (art. 231, Constitución).  

Quinto, que si en ese día 10 de enero de 2013, el Presidente electo, por alguna causa 
sobrevenida, no podía prestar juramento ante la Asamblea Nacional, lo podía hacer 
posteriormente ante el Tribunal Supremo de Justicia (art. 231, Constitución).  

Sexto, que en esa fecha 10 de enero de 2013, en todo caso, comenzaba el nuevo período 
constitucional 2013-2019 (art. 231, Constitución), así no se produjera el acto formal de 
juramentación del Presidente electo, y éste se juramentase posteriormente ante el Tribunal 
Supremo.  

Séptimo, que el Vicepresidente Nicolás Maduro informó a la Asamblea Nacional el 8 
de enero de 2013, que el Presidente de la República, dado su estado de salud, no iba a poder 



comparecer ante la Asamblea el día 10 de enero de 2013 para juramentarse en su cargo, 
permaneciendo en La Habana.  

Octavo, que el Presidente Chávez, efectivamente no compareció ante la Asamblea 
Nacional a tomar posesión del cargo para el período constitucional 2013-2019, de manera 
que su fallecimiento ocurrió sin haberse juramentado ni haber tomado posesionado de su 
cargo.  

Noveno, que antes de que se iniciara el nuevo periodo constitucional el 10 de enero de 
2013, sin embargo, como hemos mencionado antes, el Tribunal Supremo de Justicia, el día 
9 de enero de 2013, decidió mediante una sentencia interpretativa, que en virtud de que el 
Presidente Chávez había sido reelecto y había estado en ejercicio de la Presidencia de la 
República, su no comparecencia ante la Asamblea Nacional no significaba que no 
continuara en ejercicio de sus funciones junto con todo su gabinete (Vicepresidente y 
Ministros), todos ellos nombrados en el período constitucional que concluyó el 10 de enero 
de 2013; para lo cual la Sala Constitucional del Tribunal Supremo aplicó a la cuestión 
constitucional planteada el “principio de la continuidad administrativa.”44  

 Décimo, que luego de que se informara que el Presidente Chávez había sido trasladado 
desde un Hospital en La Habana, al Hospital Militar de Caracas el día 18 de febrero de 
2013, donde supuestamente habría permanecido recluido sin ser visto en público, al 
anunciar el Vicepresidente que se había producido su fallecimiento el día 5 de marzo de 
2013, puede decirse que cesó el régimen de “continuidad administrativa” del Presidente 
electo, de su Vicepresidente y del tren ministerial anterior que la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo había dispuesto que continuaban en sus funciones, fundamentándose en 
el hecho de que para el 9 de enero de 2013, el Presidente reelecto estaba en ejercicio de su 
cargo, por lo que hasta que se juramentase, todos debían continuar en el desempeño de sus 
funciones o en el ejercicio de sus cargos, y entre ellos el Vicepresidente y sus Ministros,  
hasta que el Presidente se juramentase; y 

Decimoprimero, que tal juramento y la toma de posesión del cargo por el Presidente 
electo Chávez nunca pudo tener lugar, a causa de se fallecimiento. 

Para entender bien las consecuencias jurídicas de éste último hecho, por tanto, es bueno 
refrescar con precisión lo que decidió la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia, en la sentencia No. 2 del 9 de enero de 2013 sobre la no comparecencia anunciada 
del Presidente de la República para su toma de posesión el día siguiente, 10 de enero de 
2013, por encontrarse totalmente incapacitado para ello por yacer en una cama de hospital 
en La Habana después de haber sido operado un mes antes (11 de diciembre de 2012).  

La Sala Constitucional, como se ha dicho, consideró que en virtud de que el Presidente  
Hugo Chávez había sido “reelecto” Presidente para el período 2013-2019 terminando ese 
mismo día su período constitucional anterior (2007-2013), y que como eventualmente 
podría prestar dicho juramento posteriormente ante el propio Tribunal Supremo, entonces 
no podía considerarse que en ese día de terminación del período constitucional 2007-2013, 

                                                 
44   La Sala dijo en la sentencia, en cuanto al Presidente Chávez, que se trataba “de un Jefe de Estado y 

de Gobierno que no ha dejado de desempeñar sus funciones y, como tal, seguirá en el ejercicio de 
las mismas hasta tanto proceda a juramentarse ante el Máximo Tribunal.” Agregó además, que “ la 
falta de juramentación en tal fecha no supone la pérdida de la condición del Presidente Hugo Rafael 
Chávez Frías, ni como Presidente en funciones, ni como candidato reelecto, en virtud de existir 
continuidad en el ejercicio del cargo". Véase,  Expediente Nº 12-1358, Solicitante: Marelys 
D’Arpino. Véase el texto de la sentencia en:  http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Enero/02-9113-
2013-12-1358.html 



por su ausencia, “que el gobierno queda ipso facto inexistente,” resolviendo entonces que el 
Poder Ejecutivo (constituido por el Presidente, el Vicepresidente, los Ministros y demás 
órganos y funcionarios de la Administración) debía seguir “ejerciendo cabalmente sus 
funciones con fundamento en el principio de la continuidad administrativa,” por supuesto, 
hasta que se juramentase y tomase posesión de su cargo ante el propio Tribunal. 

Fue conforme a esa sentencia, entonces, que el Tribunal Supremo, por una parte, 
decidió que el Presidente de la Asamblea Nacional, Diosdado Cabello, no debía encargarse 
de la Presidencia de la República, tal como le correspondía conforme al principio 
democrático y que exigía la aplicación analógica de la norma que regula la falta absoluta 
del Presidente antes de su toma de posesión (art. 233); y por la otra parte, aseguró la 
continuidad en el ejercicio de su cargo del Presidente de la República reelecto a pesar de 
estar postrado en una cama de hospital. Finalmente, además, decidió la sala Constitucional 
que el Vicepresidente Maduro, a partir del 10 de enero de 2013, continuaría en ejercicio del 
cargo de Vicepresidente Ejecutivo, consolidando así el Tribunal Supremo la usurpación de 
la voluntad popular, al imponerles a los venezolanos un gobierno de hecho a cargo de 
funcionarios no electos. Con base en ello, el Vicepresidente y los Ministros que habían sido 
designados por el Presidente Chávez en el período constitucional anterior (2007-2013),  
continuaron ejerciendo sus cargos, situación que conforme a la sentencia de la Sala 
Constitucional debía permanecer hasta que el Presidente se juramentara. Esto último, ya 
evidentemente era una falacia, pues, sin duda, para ese momento, todo el gobierno ya debía 
haber sabido sobre la real condición de salud del Presidente y la imposibilidad que ya 
habría de que efectivamente se pudiera juramentar y tomar posesión de su cargo. 

Hasta el 5 de marzo de 2013, por tanto, en virtud de la mencionada sentencia del 
Tribunal Supremo, el Vicepresidente Maduro continuó ejerciendo atribuciones del Poder 
Ejecutivo, pero sin siquiera haberse encargado de la Presidencia y sin siquiera suplir al 
Presidente en su falta temporal como se lo imponía el artículo 234 de la Constitución, no 
habiéndose dictado actos de gobierno algunos ni decretos presidenciales en los últimos días 
antes del 5 de marzo de 2013.45  

El anuncio del fallecimiento del Presidente electo Chávez, quién según estableció la 
sentencia No. 2 del Tribunal Supremo de enero de 2013, como había sido reelecto, a pesar 
de no haberse juramentado en cargo, sin embargo, había continuado en ejercicio de sus 
funciones del Poder Ejecutivo (aun cuando, de hecho, ello era imposible por su situación de 
salud), y con él, el Vicepresidente Ejecutivo y los Ministros; en todo caso, originaba una 
serie de cuestiones jurídicas inmediatas que requerían solución urgente, las cuales giraban 
en torno a determinar jurídica y constitucionalmente, quién, a partir del 5 de marzo de 
2013, debía encargarse de la Presidencia de la República en ese supuesto de efectiva falta 
absoluta de un Presidente electo, no juramentado, mientras se procedía a una nueva 
elección presidencial. En virtud de que ya si era evidente que el Presidente electo Chávez 
ya no podía tomar posesión de su cargo, el régimen de la “continuidad administrativa” 
ilegítimamente impuesto por el Tribunal Supremo, al producirse la falta absoluta del 
Presidente con su fallecimiento, sin duda cesó. Todo cambió, por tanto, cuando se anunció 
el fallecimiento del Presidente y se produjo su efectiva falta absoluta. 

La norma constitucional que rige los supuestos de falta absoluta del Presidente de la 
República es el artículo 233,  en el cual se dispone lo siguiente:  

                                                 
45   Véase Gacetas Oficiales Nos 40.121 de 1-3-2013; Nos 40.122 de 4-3-2013; Nos 40.123 de 5-3-

2013; Nos 40.124 de 6-3-2013.    



Artículo 233. Serán faltas absolutas del Presidente o Presidenta de la República: su 
muerte, su renuncia, o su destitución decretada por sentencia del Tribunal Supremo de 
Justicia; su incapacidad física o mental permanente certificada por una junta médica 
designada por el Tribunal Supremo de Justicia y con aprobación de la Asamblea Nacional; 
el abandono del cargo, declarado como tal por la Asamblea Nacional, así como la 
revocación popular de su mandato. 

Cuando se produzca la falta absoluta del Presidente electo o Presidenta electa antes de 
tomar posesión, se procederá a una nueva elección universal, directa y secreta dentro de los 
treinta días consecutivos siguientes. Mientras se elige y toma posesión el nuevo Presidente 
o la nueva Presidenta, se encargará de la Presidencia de la República el Presidente o 
Presidenta de la Asamblea Nacional. 

Si la falta absoluta del Presidente o la Presidenta de la República se produce durante los 
primeros cuatro años del período constitucional, se procederá a una nueva elección 
universal, directa y secreta dentro de los treinta días consecutivos siguientes. Mientras se 
elige y toma posesión el nuevo Presidente o la nueva Presidenta, se encargará de la 
Presidencia de la República el Vicepresidente Ejecutivo o la Vicepresidenta Ejecutiva. 

En los casos anteriores, el nuevo Presidente o Presidenta completará el período 
constitucional correspondiente. 

Si la falta absoluta se produce durante los últimos dos años del período constitucional, 
el Vicepresidente Ejecutivo o la Vicepresidenta Ejecutiva asumirá la Presidencia de la 
República hasta completar dicho período.” 

De este texto aparecen claramente los siguientes tres supuestos generales en los cuales 
ese hecho de la falta absoluta puede ocurrir, con sus consecuencias jurídicas inmediatas:46 

 Primero, que la falta absoluta se produzca antes de que el Presidente electo tome 
posesión del cargo, en cuyo caso, dice la norma, el Presidente de la Asamblea Nacional se 
encarga de la Presidencia de la República mientras se realiza una nueva elección y toma 
posesión el nuevo Presidente. En este caso, el Presidente de la Asamblea no pierde su 
investidura parlamentaria, ni asume la Presidencia de la República, sino que solo se 
“encarga” temporalmente de la misma.  

Segundo, que la falta absoluta se produzca dentro de los primeros cuatro años del 
periodo constitucional, se entiende por supuesto después de ya el Presidente electo tomó 
posesión de su cargo mediante su juramentación, en cuyo caso, dice la norma, el 
Vicepresidente Ejecutivo se encarga de la Presidencia mientras se realiza una nueva 
elección y toma posesión el nuevo Presidente. Dicho Vicepresidente, por supuesto, debe 
haber sido nombrado por el propio Presidente de la República antes de su falta absoluta, 
durante el ejercicio de su cargo. En este caso, el Vicepresidente Ejecutivo tampoco pierde 

                                                 
46   El artículo 233 dispone en la materia”, lo siguiente,, “Cuando se produzca la falta absoluta del 

Presidente electo o Presidenta electa antes de tomar posesión, se procederá a una nueva elección 
universal, directa y secreta dentro de los treinta días consecutivos siguientes. Mientras se elige y 
toma posesión el nuevo Presidente o la nueva Presidenta, se encargará de la Presidencia de la 
República el Presidente o Presidenta de la Asamblea Nacional. // Si la falta absoluta del Presidente o 
Presidenta de la República se produce durante los primeros cuatro años del período constitucional, 
se procederá a una nueva elección universal, directa y secreta dentro de los treinta días consecutivos 
siguientes. Mientras se elige y toma posesión el nuevo Presidente o la nueva Presidenta, se 
encargará de la Presidencia de la República el Vicepresidente Ejecutivo o la Vicepresidenta 
Ejecutiva". 

 



su investidura, ni asume la Presidencia de la República, sino que solo se “encarga” 
temporalmente de la misma.   

Tercero, que la falta absoluta se produzca durante los últimos dos años del período 
constitucional, en cuyo caso, el Vicepresidente Ejecutivo asume la Presidencia de la 
República hasta completar el período. En este caso, el Vicepresidente Ejecutivo si pierde su 
investidura y asume en forma permanente el cargo de Presidente de la República, hasta 
completar el período constitucional, debiendo nombrar un nuevo Vicepresidente Ejecutivo. 
En es el único caso en la Constitución en el cual el Vicepresidente podría considerarse 
como “Presidente encargado de la República.” 

El anunciado fallecimiento del Presidente de la República Hugo Chávez Frías el 5 de 
marzo de 2013, sin haberse juramentado ni haber tomado posesión de su cargo, ni ante la 
Asamblea Nacional ni ante el Tribunal Supremo de Justicia, exigía precisar, por tanto, cuál 
de los dos primeros supuestos antes mencionados debía aplicarse para determinar la 
sucesión presidencial.  

Como el régimen de la “continuidad administrativa” decretada ilegítimamente por el 
Tribunal Supremo, en todo caso, concluyó evidentemente el mismo día cuando se produjo 
la falta absoluta del Presidente Chávez, quien por su estado de salud para el momento de su 
muerte no pudo juramentarse ni pudo tomar posesión de su cargo, es claro que se aplicaba 
el primer supuesto previsto en el artículo 233 de la Constitución, ya que la falta absoluta del 
Presidente electo se produjo en todo caso “antes de tomar posesión” de su cargo. La 
primera parte de la norma se aplica en los dos supuestos que conforme a sus previsiones 
podrían darse: primero, que el fallecimiento del Presidente ocurra sin tomar posesión de su 
cargo antes del inicio del período constitucional el 10 de enero; o segundo, que el 
fallecimiento del Presidente ocurra sin tomar posesión de su cargo por alguna causa 
sobrevenida después de haberse iniciado el período constitucional el 10 de enero pero antes 
de tomar posesión de su cargo. Este último fue, precisamente, el supuesto que ocurrió con 
el anuncio del 5 de marzo de 2013, de manera que conforme a la norma del artículo 233 de 
la Constitución, el Presidente de la Asamblea Nacional, Diosdado Cabello debió de 
inmediato encargarse de la Presidencia  de la República, ex constitutione.47  

Por tanto, en el mismo momento en que se anunció la falta absoluta del Presidente 
Chávez, de inmediato, constitucionalmente el Vice-Presidente Maduro dejó de ejercer las 
funciones del Presidente, por haber cesado la llamada “continuidad administrativa” 
impuesta por la Sala Constitucional, la cual dependía de que el Presidente electo pudiera 

                                                 
47  Así por ejemplo lo consideró el diputado Soto Rojas, al señalar tras el fallecimiento del Presidente 

Chávez que “Diosdado Cabello debe juramentarse y nuestro candidato es Nicolás Maduro”, en 
referencia a las próximas elecciones que deben realizarse,” en 6to.Poder, 5-3-2013, en 
http://www.6topoder.com/venezuela/politica/diputado-soto-rojas-diosdado-cabello-debe-
juramentarse-y-nuestro-candidato-es-nicolas-maduro/  Por ello, con razón, el profesor José Ignacio 
Hernández, explicó que “interpretando de manera concordada los artículos 231 y 233 de la 
Constitución, puede concluirse que ante la falta absoluta del Presidente electo antes de tomar 
posesión (mediante juramento), deberá encargarse de la Presidencia el Presidente de la Asamblea 
Nacional. Es ésa la conclusión que aplica al caso concreto, pues el Presidente Hugo Chávez falleció 
sin haber prestado juramento, que es el único mecanismo constitucional previsto para tomar 
posesión del cargo, con lo cual debería asumir la Presidencia quien fue designado como Presidente 
de la Asamblea Nacional.” Véase José Ignacio Hernández, “A propósito de la ausencia absoluta del 
Presidente,”, en PRODAVINCI, 5-3-2013, en http://prodavinci.com/blogs/a-proposito-de-la-
ausencia-absoluta-del-presidente-de-la-republica-por-jose-ignacio-hernandez-g/ 



llegar a tomar posesión efectiva de su cargo; y el Presidente de la Asamblea, sin necesidad 
de acto alguno, ex constitutione, se debía encargar de la Presidencia de la República. 

Sin embargo, debe mencionarse que una primera lectura del artículo 233 de la 
Constitución, también podía conducir a considerar, (i) que como la falta absoluta se produjo 
después de iniciado el periodo constitucional, el cual comenzó el 10 de enero, así no se 
hubiera juramentado el Presidente electo; (ii) que entonces, como la falta absoluta se 
produjo “durante los primeros cuatro años del periodo constitucional”; y (iii) que como ya 
existía una interpretación constitucional, aun cuando errada, dispuesta por la Sala 
Constitucional, de que desde el 10 de enero de 2013 había una "continuidad 
administrativa,” haciendo que los titulares del Poder Ejecutivo anterior siguieran en 
funciones (Presidente, Vicepresidente y ministros); entonces se podía aplicar el segundo 
supuesto de falta absoluta previsto en el artículo 233 (la que ocurría durante los primeros 
cuatro años del período constitucional que comenzó el 10 de enero de 2013), lo que podía 
conducir a considerar que el Vicepresidente Ejecutivo debía encargarse de la Presidencia 
quien ya estaba en funciones por la mencionada “continuidad administrativa” decretada por 
el Tribunal Supremo.  

Esta aproximación que podía derivarse de una primera lectura de la norma, sin 
embargo, debía descartarse con una lectura detenida, porque la denominada “continuidad 
administrativa” que se había fundamentado en el hecho de que había un Presidente electo, 
que era Hugo Chávez, quien por causas conocidas, pero sobrevenidas, no había podido 
tomar posesión de su cargo, pero supuestamente lo haría; había cesado totalmente con el 
anuncio del fallecimiento del Presidente. A partir de entonces ya la “continuidad 
administrativa” no podía sobrevivirle, pues la misma estaba ligada a su propia existencia, 
razón por la cual, como la falta absoluta se producía entonces sin que el Presidente Chávez 
hubiese llegado a tomar posesión efectiva de su cargo mediante su juramento, entonces el 
Presidente de la Asamblea Nacional era quien debía encargarse de la Presidencia.  

Sin embargo, ello no fue lo que ocurrió en la práctica política, incumpliendo el 
Presidente de la Asamblea Nacional el mandato de la Constitución, habiendo sido la 
segunda opción a la cual hemos hecho referencia, la que de hecho se impuso en el ámbito 
del gobierno, de manera que el mismo día 5 de marzo de 2013, la Procuradora General de 
la República afirmaba a la prensa que con la muerte del Presidente Hugo Chávez, 
"inmediatamente se pone en vigencia el artículo 233, que establece que se encarga el 
Vicepresidente Nicolás Maduro (...) .Ya la falta absoluta determina que el que se encarga es 
el Vicepresidente, Nicolás Maduro."48 Y ello fue efectivamente lo que ocurrió quedando 
evidenciado en Gaceta Oficial del mismo día, mediante la publicación del Decreto No  
9.399 declarando Duelo Nacional, dado y firmado por Nicolás Maduro, ni siquiera como 
“Vicepresidente encargado de la Presidencia,” sino como “Presidente Encargado de la 
República.”49 Nada se supo, ese día, por lo demás, de la posición del Presidente de la 

                                                 
48   Véase “Muerte de Chávez. 06/03/2013 03:16:00 p.m.. Aseguró la Procuradora General de la 

República Cilia Flores: La falta absoluta determina que se encargará el Vicepresidente Maduro,” en 
Notitarde.com, 7-3-2013, en http://www.notitarde.com/Muerte-de-Chavez/Cilia-Flores-La-falta-
absoluta-determina-que-se-encargara-el-Vicepresidente-Maduro/2013/03/06/169847   

49  Gaceta Oficial 40.123 de 5 de marzo de 2013. Con relación a este Decreto, que fue refrendado por 
todos los Ministros y publicado en Gaceta Oficial, Juan Manuel Raffalli apreció que “no hay duda 
de que Nicolás Maduro es el Presidente encargado de la República,” llamando la atención respecto a 
que “Maduro no ha designado un Vicepresidente y si ostenta la doble condición de Presidente y 
Vicepresidente, no puede ser candidato,” e indicando que “para que pueda ser candidato, tendría que 
designar a un Vicepresidente.” Véase en “Raffalli: Maduro no puede ser candidato mientras también 



Asamblea Nacional Diosdado Cabello sobre el porqué no había dado cumplimiento a la 
norma constitucional que lo obligaba a encargarse de la Presidencia.50 

Lo cierto es que el régimen de la llamada “continuidad administrativa” había cesado, 
pues había sido impuesta por el Tribunal Supremo para permitirle al Presidente Chávez que 
eventualmente se pudiera juramentar posteriormente en su cargo una vez recuperada su 
salud, a lo cual tenía derecho, como lo indico el Tribunal Supremo, y hubiera podido en ese 
caso tomar posesión de su cargo. Esa posibilidad fue, precisamente, la que se disipó con el 
anuncio del fallecimiento del Presidente, concluyendo allí el  régimen de la “continuidad 
administrativa,” entrando en aplicación, precisamente, el primer supuesto del artículo 233 
de una falta absoluta del Presidente ocurrida antes de que tomara posesión de su cargo, lo 
que nunca ocurrió, en cuyo caso debía encargarse de la Presidencia el Presidente de la 
Asamblea Nacional.  

Ahora bien, salvo que se trate de falta absoluta ocurrida en los dos últimos años del 
período constitucional en cuyo caso, el Vicepresidente asume el cargo de Presidente, es 
decir, es Presidente, en ningún otro caso, sea en caso del Presidente de la Asamblea 
Nacional o del Vicepresidente Ejecutivo, en los supuestos respectivos previstos en la 
Constitución, puede decirse que se convierten en “Presidentes encargados” ya que en 
ningún caso pierden su investidura. Al contrario, siguen siendo titulares de sus respectivos 
cargos de Presidente de la Asamblea y de Vicepresidente, y es en ese carácter que se 

                                                                                                                                                     
ostente la Vicepresidencia,” en 6to. Poder, Caracas 7-3-2013, en 
http://www.6topoder.com/venezuela/politica/raffalli-maduro-no-puede-ser-candidato-mientras-
tambien-ostente-la-vicepresidencia/ ; y en “Dudas Constitucionales. ¿Maduro es Vicepresidente y 
encargado de la Presidencia, o es Presidente encargado a secas?, , en El Universal, 8=3-2013, en 
http://www.eluniversal.com/opinion/130308/dudas-constitucionales . Sin dejar de considerar que 
con ese Decreto, efectivamente y de hecho, el Vicepresidente Maduro asumió sin título alguno la 
Presidencia de la República, es decir, ilegítimamente; sin embargo consideramos que debe 
puntualizarse que de acuerdo con el texto de la Constitución, en cualquier caso en el cual se 
produzca una falta absoluta del Presidente en los términos del artículo 233 de la Constitución, tanto 
el Presidente de la Asamblea Nacional como del Vicepresidente, es sus respectivos casos, lo que 
deben y pueden hacer es “encargarse” de la Presidencia, pero nunca pasan a ser “Presidentes 
encargados de la República.” 

50   Sobre el tema de la sucesión presidencial en este caso, el profesor Hermán Escarrá, en una entrevista 
de televisión ese mismo día 5 de marzo, afirmaba que ante la muerte de Hugo Chávez se abrían dos 
ámbitos de actuación, de manera que (i), “si era el caso de “un Presidente electo que no ha tomado 
posesión; en este caso […] debe sustituir la falta el Presidente de la Asamblea Nacional, Diosdado 
Cabello”; y que (ii), si era el caso de “un Presidente en ejercicio de sus funciones,” entonces en ese 
caso "le corresponde al Vicepresidente sustituir por el periodo en el que debe convocarse a 
elecciones para que al final sea el pueblo el que decida quién será su Presidente.” De estas opciones, 
según sus propias palabras, el primer supuesto era el que aparentemente se aplicaba. Pero no; fue la 
segunda opción, la que consideró aplicable el profesor Escarrá, argumentando que la sentencia del 
Tribunal Supremo de 9 de enero de 2013 había dicho que “Chávez era un Presidente reelecto que 
nunca estuvo ausente, ‘por lo que debía entonces aplicarse el Artículo 233 de la Constitución.’ […] 
El Vicepresidente queda encargado, puesto que aunque el Presidente no se juramentó, de 
conformidad a la sentencia, estaba en el cargo cumpliendo sus funciones.” Agregó además, el 
profesor Escarrá, que “Maduro dejó de ser vicepresidente en el momento en que se supo de la 
muerte del presidente Chávez y se decretó la falta absoluta. Una vez que opera la falta absoluta 
asume el poder el vicepresidente.” Véase  “Hermann Escarrá: Maduro es Presidente encargado 
desde que se anunció la muerte de Chávez,” en Globovisión.com, 6-3-2013, en 
http://globovision.com/articulo/hermann-escarra-maduro-es-presidente-encargado-desde-que-se-
anuncio-la-muerte-de-chavez 



pueden “encargar” de la Presidencia. En el caso del Vicepresidente Ejecutivo, cuando se 
“encarga” de la Presidencia, no puede auto considerarse ni ser calificado como “Presidente 
encargado de la República” como erradamente se indicó en el Decreto No. 9399 declarando 
Duelo Nacional. Y esta no es una cuestión de redacción, es una cuestión sustantiva, pues el 
Vicepresidente, cuando se encarga de la Presidencia, no deja de ser Vicepresidente; es más, 
es porque es Vicepresidente que se encarga de la Presidencia.  

Por tanto, no es correcto afirmar que el Vicepresidente, en esos supuestos, se 
transforme en “Presidente encargado de la República,” ni que el mismo pueda designar un 
Vicepresidente. Esto sólo lo puede hacer un Presidente electo una vez en funciones, pero no 
un Vicepresidente encargado de la Presidencia. El Vicepresidente, en la Constitución, 
además de tener atribuciones, tiene cargas o deberes, y uno de ellos es precisamente 
“encargarse” de la Presidencia en esos casos, por lo que debe asumir todas sus 
consecuencias. Por ello es que, por ejemplo, no puede en ningún caso ser candidato a 
Presidente en las elecciones a las que debe procederse en el breve lapso de 30 días. Es 
decir, conforme a artículo 229 de la Constitución, quien esté en ejercicio del cargo de 
Vicepresidente en el día de su postulación o en cualquier momento entre esta fecha y la de 
la elección, no puede ser elegido Presidente. Y como el Vicepresidente no puede abandonar 
su cargo de Vicepresidente al encargarse de la Presidencia, simplemente no puede ser 
candidato a Presidente.  

Esa debió haber comenzado a ser la situación constitucional del Vicepresidente Maduro 
después de haberse “encargado de la Presidencia” el día 5 de marzo de 2013. Sin embargo, 
no fue así, y el anuncio antes mencionado de la Procuradora General de la República, de 
que el Vicepresidente Maduro había pasado a ser “Presidente encargado de la República,” 
mostraba otra realidad, inconstitucional, a lo que se agregaba la situación inconstitucional 
derivada de la declaración dada por el Ministro de la Defensa al afirmar, pocas horas 
después de darse a conocer oficialmente la muerte del Presidente Chávez, que “Ahora más 
que nunca, la FAN debe estar unida para llevar a Maduro a ser el próximo presidente electo 
de todos los venezolanos.”51 Para una institución como la Fuerza Armada, “sin militancia 
política” y que “está al servicio exclusivo de la Nación y en ningún caso al de persona o 
parcialidad política alguna” (art. 328, Constitución), esa manifestación violaba 
abiertamente el texto fundamental.  

Luego le correspondería a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en 
sentencia No. 141 de 8 de marzo de 2013, que se comenta más adelante, consolidar todo 
este fraude constitucional. 

Pero volvamos a la situación el día 5 de marzo. Nicolás Maduro, como Vicepresidente 
encargado de hecho de la Presidencia (porque ello correspondía al Presidente de la 
Asamblea Nacional), y como “Presidente encargado de la República” como se 
autodenominó, en todo caso, tenía entre sus atribuciones inmediatas velar por que se 

                                                 
51  Véase en “Ministro de la Defensa venezolano: "La Fuerza Armada Nacional debe estar unida para 

llevar a Maduro a ser presidente", en Vínculocrítico.com. Diario de América, España y Europa, en 
http://www.vinculocritico.com/politica/venezuela/elecciones-venezuela/fuerzas-militares-
venezolanas/muere-chavez/muerte-chavez/anuncio-muerte-chavez/ministro-defensa/vtv-/apoyo-de-
militares-maduro-/294618 . En la nota publicada en ese diario se concluía con la siguiente reflexión 
“La clara posición expresada por el Ministro de la Defensa resulta preocupante para muchos 
ciudadanos, toda vez que bajo sus órdenes se encuentra la Fuerza Armada Nacional que debe velar 
por la seguridad de Venezuela, pero no obedecer a la voluntad de una sola persona y menos aún en 
materia electoral. Su posición no presagia una situación de imparcialidad, con la gravedad que ello 
conlleva para el futuro en democracia de dicha nación latinoamericana.” 



procediera “a una nueva elección universal, directa y secreta dentro de los treinta días 
consecutivos siguientes” contados a partir de la falta absoluta del Presidente, es decir, 
contados a partir del 5 de marzo de 2013.52  

Esto significaba que la elección presidencial conforme a la Constitución, debía 
necesariamente efectuarse en ese lapso, para lo cual el Consejo Nacional Electoral debía 
adoptar todos los actos y realizar todas diligencias necesarias, como la convocatoria, 
postulación, y organización electoral.53 Y en ese proceso electoral, en ningún caso el 
Vicepresidente podía ser candidato a la Presidencia, primero, porque la Constitución 
expresamente establece que quien esté en ejercicio del cargo de Vicepresidente para el 
momento de la postulación, es inelegible (art. 229); y segundo, porque el Vicepresidente, 
en este caso de haberse encargado de la Presidencia, así ello hubiera sido ilegítimo, no 
podía separarse de su cargo, pues era en tal carácter de Vicepresidente que se encargó de la 
Presidencia. Si lo hacía crearía un vacío en el Poder Ejecutivo al dejar acéfala la jefatura 
del Estado. Quizás por ello, en vez de encargarse de la Presidencia, Nicolás Maduro 
procedió el 5 de marzo de 2013 a autonombrarse “Presidente encargado de la República,” 
para así, seguramente, proceder en el futuro a nombrar un Ministro como “encargado” de la 
Vicepresidencia, como ya lo había hecho durante el mes de diciembre de 2012. 

En todo caso, y aún en el supuesto de que se pretendiera que el Vicepresidente no era 
tal “Vicepresidente encargado de la Presidencia” sino que era “Presidente encargado de la 
República,” tampoco podía ser candidato a la Presidencia en las elecciones a realizarse en 
breve, ya que el único funcionario en la Constitución que puede participar en un proceso 
electoral sin separarse de su cargo es el Presidente de la República cuando una vez ya 
electo popularmente, acude a la reelección, es decir, cuando ya ha sido previamente electo 
en una elección anterior. Ningún otro funcionario, ni siquiera cuando se autodenomine 
“Presidente encargado de la República” podría ser considerado Presidente a tales efectos de 
reelección sin separarse de su cargo, pues no ha sido electo popularmente.  

Pero el tema de la sucesión presidencial por la anunciada falta absoluta del Presidente 
Chávez, a pesar de todo lo que disponía la Constitución, para el mismo día 5 de marzo de 
2013, al anunciarse su fallecimiento, ya estaba de hecho resuelto al haberse encargado de la 
Presidencia de la República el Vicepresidente Nicolás Maduro, bien en contra de lo 
previsto en la Constitución, y ante el silencio del Presidente de la Asamblea Nacional, 
quien debió hacerlo; y haberlo hecho ni siquiera como “Vicepresidente encargado de la 
Presidencia,” sino como consta del Decreto antes mencionado que dictó ese mismo día 
como “Presidente encargado de la República,” carácter que no tenía pues sólo era 
“Vicepresidente encargado de la Presidencia.”  

                                                 
52  No es correcta la afirmación del diputado Calixto Ortega en el sentido de afirmar que “tras los actos 

fúnebres, la Asamblea Nacional  debe reunirse y declarar formalmente “la ausencia de derecho del 
presidente”, tras lo cual el CNE pasa a organizar y convocar las elecciones dentro de un plazo 
estimado de 30 días que pudiera extenderse.” Ello es contrario a la Constitución, no sólo porque en 
la misma la falta absoluta del Presidente por muerte no requiere de declaración formal alguna, sino 
porque los treinta días consecutivos para que se proceda a realzar la elección deben contarse a partir 
de dicha falta absoluta. Véase la reseña de la declaración en “Oposición venezolana trabaja en escenario 
electoral”, ABC color, 7-3-2013, en  http://www.abc.com.py/internacionales/oposicion-venezolana-trabaja-en-escenario-
electoral-546632.html  

53 Sin embargo, el día 8 de marzo se anunciaba en la prensa que el Consejo Nacional Electoral estaría listo 
para las elecciones presidenciales a partir del día 14 de abril de 2013. Véase en El Universal, 
Caracas 8-3-2013, en http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/130307/cne-listo-para-
presidenciales-a-partir-del-14-de-abril  



Por ello, al inicio causó extrañeza el anuncio que hizo el Presidente de la Asamblea 
Nacional, Diosdado Cabello, en horas de la noche del día 7 de marzo, en el sentido de que 
“el vicepresidente Nicolás Maduro será juramentado este viernes a las 7:00 de la noche 
como Presidente de la República encargado,” indicando además, que “una vez juramentado, 
corresponderá a Maduro convocar a nuevas elecciones para elegir al próximo jefe de 
Estado.”54 Era extraño porque quien ya se había encargado de hecho de la Presidencia, y ya 
había dictado un Decreto presidencial en uso de la atribución presidencial de “dirigir la 
acción de gobierno,” (arts. 226 y 236.2 de la Constitución que son los que se citan en el 
decreto) como Presidente encargado de la República, iba a juramentarse ex post facto, para 
el cargo que ya había comenzado a ejercer.  

Ello lo que puso en evidencia fue la tremenda inseguridad que debía existir en las 
esferas de gobierno sobre la “encargaduría” de la Presidencia a la muerte del Presidente 
Chávez. El arte del desconcierto que tanto aplicó el fallecido durante su mandato, siguió 
guiando el comportamiento del gobierno en su “continuidad administrativa” de tiempo 
indefinido. Sin embargo, con el anuncio, al menos ya quedaba expresada por primera vez la 
opinión de quien constitucionalmente debió encargarse de la Presidencia, y no lo hizo.55  

Ese anuncio ponía fin, momentáneamente, a las “interpretaciones” de las normas 
constitucionales a conveniencia, quedando acordada la situación políticamente en el seno 
del gobierno, pues lo que había pasado en el país respecto de la situación constitucional 
originada con motivo del inicio del período constitucional presidencial 2013-2017, dada la 
situación de ausencia del territorio nacional del Presidente electo a partir del 9 de diciembre 
de 2012, su permanencia en Cuba hasta su supuesta reclusión hospitalaria en Caracas a 
partir del 18 de febrero de 2013; y el anuncio de su fallecimiento el 5 de marzo de 2013, no 
fue lo que debió pasar.56  

                                                 
54  Véase Alejandra M. Hernández, “Maduro será juramentado mañana como Presidente encargado,” El 

Universal, 7-3-2013, en http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/hugo-chavez-1954-
2013/130307/maduro-sera-juramentado-manana-como-presidente-encargado; y “Nicolás Maduro 
asumirá hoy como Presidente,”en http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/130308/nicolas-
maduro-asumira-hoy-como-presidente  

55  Diosdado Cabello destacó “que la juramentación se efectuará de conformidad con lo establecido en 
el artículo 233 de la Constitución, el cual establece que cuando "la falta absoluta del Presidente de la 
República se produce durante los primeros cuatro años del período constitucional (...) mientras se 
elige y toma posesión el nuevo Presidente, se encargará de la Presidencia de la República el 
Vicepresidente Ejecutivo.” “Cabello aclaró que no le corresponde a él como presidente de la AN, 
sino a Maduro como vicepresidente asumir la jefatura de Estado, ya que se produjo la falta absoluta 
del presidente de la República.” “Recordó que Hugo Chávez, quien falleció el pasado martes, era un 
mandatario en posesión de su cargo y no un Jefe de Estado electo que por primera vez iba a cumplir 
funciones.” “Agregó que se cumplirán las órdenes dadas por Chávez.” Véase Alejandra M. 
Hernández, “Nicolás Maduro asumirá hoy como Presidente,”en 
http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/130308/nicolas-maduro-asumira-hoy-como-
presidente 

56   Como lo resumió con toda precisión Gerardo Blyde al responder la pregunta ¿Qué debió ocurrir?: 
“Cuando el Presidente solicitó ausentarse del país para tratarse en Cuba debió declararse la 
ausencia temporal y encargarse el Vicepresidente hasta el fin de ese período constitucional. / Al no 
regresar para el 10 de enero, fecha constitucional para la juramentación, debió encargarse de la 
Presidencia el presidente de la Asamblea Nacional para el nuevo período hasta tanto el Presidente 
electo pudiera juramentarse y asumir. / Al regresar, el Presidente electo debió ser juramentado por 
el TSJ. Si no era posible, el TSJ ha debido nombrar una junta médica que determinara si había 
causas que le impedían asumir la Presidencia y si éstas serían permanentes o temporales. En caso de 



En realidad, lo que pasó desde el 10 de diciembre de 2012, al margen de la 
Constitución, fue que el Vicepresidente Maduro se negó a suplir la falta temporal del 
Presidente ausente; el Presidente ausente no pudo comparecer el 10 de enero de 2013 ante 
la Asamblea Nacional para jurar el cargo y tomar posesión del mismo para el período 2013-
2013, situación en la cual, en lugar de que el Presidente de la Asamblea Nacional se 
encargara de la Presidencia, el Tribunal Supremo decidió mediante la sentencia No. 2 de 9 
de enero de 2013 que el Presidente reelecto, ausente y enfermo, su Vicepresidente y sus 
Ministros, seguían en ejercicio de sus funciones, hasta que el Presidente se juramentase 
ante el propio Tribunal; que una vez anunciado el fallecimiento del Presidente Chávez, y 
producida su falta absoluta antes de tomar posesión efectiva y formalmente de su cargo, a 
pesar de haber cesado el régimen de “continuidad administrativa” impuesto por el Tribunal 
Supremo, en lugar de que el Presidente de la Asamblea Nacional se encargara de la 
Presidencia, el Vicepresidente Maduro asumió el cargo de “Presidente encargado de la 
República.”  

Contrastado lo que pasó57 con lo que debía haber pasado, constitucionalmente 
hablando, la situación de incertidumbre sólo podía quedar resuelta, de hecho, razón por la 
cual se anunció el acto mediante el cual el Presidente de la Asamblea Nacional, quien era 
quien debía estar encargado de la Presidencia, iba a tomar el juramento del Vicepresidente, 
pero no sólo como encargado de la Presidencia, sino como “Presidente encargado de 
Venezuela,” cuando ya desde el 5 de marzo éste ya estaba “ejerciendo” dicho cargo 

Todo lo anterior se consolidó luego, mediante la sentencia No. 141 de la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de 8 de marzo de 2013, dictada al resolver 
un nuevo recurso de interpretación que se había interpuesto (por Otoniel Pautt Andrade) el 
día 6 de marzo de 2013 sobre la aplicación del artículo 233 de la Constitución a la situación 
concreta derivada de la anunciada falta absoluta del Presidente Chávez.58   

En esta nueva decisión, la Sala comenzó con un error de interpretación de la norma 
cuya interpretación se había requerido, cuyo texto hemos transcrito anteriormente, al 
concluir, después de transcribirla íntegramente, que “De la lectura de dicho precepto se 
observa que cuando se produce la falta absoluta del Presidente de la República se habrá de 
realizar una nueva elección y se encargará de la Presidencia de la República el 
Vicepresidente Ejecutivo o la Vicepresidenta Ejecutiva”, cuando ello no es correcto, porque 
en el primer supuesto de falta absoluta regulado en la norma (de los tres que regula), quien 
se encarga de la Presidencia es el Presidente de la Asamblea Nacional. Esa parte de la 
norma fue completamente ignorada en la sentencia.59 

                                                                                                                                                     
haberse determinado que eran permanentes, el TSJ debió enviar el informe a la Asamblea Nacional 
para que se declarara la falta absoluta.  / Una vez declarada la falta absoluta, el CNE debía 
convocar a nuevas elecciones presidenciales y, una vez elegido el nuevo Presidente, el presidente 
de la AN debía entregarle para que éste culminara el período presidencial en curso.” Véase en 
Gerardo Blyde, “Lo que pasó y no debió pasar. El Vicepresidente encargado de la Presidencia no 
puede nombrar a otro Vicepresidente,” en El Universal, 8-3-2013,  en 
http://www.eluniversal.com/opinion/130308/lo-que-paso-y-no-debio-pasar  

57   Véase igualmente los comentarios de Gerardo Blyde en Idem, “Lo que pasó y no debió pasar. El 
Vicepresidente encargado de la Presidencia no puede nombrar a otro Vicepresidente,” en El 
Universal, 8-3-2013,  en http://www.eluniversal.com/opinion/130308/lo-que-paso-y-no-debio-pasar  

58  Véase el texto de la sentencia en http://www.tsj.gov.ve.decisioes/scon/Marzo/141-9313-2013-13-
0196.html    

59  Días después de dictada la sentencia, el 12 de marzo de 2013, en un programa de televisión, la 
Presidente del Tribunal Supremo diría lo siguiente según la reseña : “La Constitución debemos 



Aparte de este error, la sentencia de 8 de marzo de 2013, en definitiva, resolvió que  
como en la sentencia anterior de la misma Sala Constitucional No. 2 de 9 de enero de 2013, 
ya se había dispuesto que a pesar de que el período constitucional 2013-2019 comenzó el 
10 de enero de 2013, en virtud de que el Presidente Chávez había sido reelecto y que en 
relación con el mismo “no era necesaria una nueva toma de posesión […] en virtud de no 
existir interrupción en ejercicio del cargo,”  entonces dijo la Sala:  

“se desprende que el Presidente reelecto inició su nuevo mandato el 10 de enero de 
2013, que se configuró una continuidad entre el período constitucional que finalizaba y el 
que habría de comenzar y que por lo tanto, se entendía que el Presidente reelecto, a pesar de 
no juramentarse dicho día, continuaba en funciones.” 

Ello, por supuesto, fue una falacia, pues el Presidente Chávez, desde el 10 de diciembre 
de 2013 nunca más salió de un Hospital. Sin embargo, de allí la Sala concluyó que al 
momento de anunciarse la falta absoluta del Presidente Chávez el 5 de marzo de 2013, en 
virtud de que el mismo “se encontraba en el ejercicio del cargo de Presidente de la 
República, es decir, había comenzado a ejercer un nuevo período constitucional,” lo que era 
totalmente falso e irreal, entonces, como la falta absoluta se produjo dentro de los primeros 
cuatro años del período constitucional: 

“es aplicable a dicha situación lo previsto en el segundo aparte del artículo 233 de la 
Constitución, esto es, debe convocarse a una elección universal, directa y secreta, y se 
encarga de la Presidencia de la República el ciudadano Nicolás Maduro Moros, quien para 
ese entonces ejercía el cargo de Vicepresidente Ejecutivo.” 

Estableció la Sala Constitucional, adicionalmente que “dicha encargaduría comenzó 
inmediatamente después de que se produjo el supuesto de hecho que dio lugar a la falta 

                                                                                                                                                     
leerla muy claramente, a mi una de las cosas que más me preocupa es la falta de lectura por parte de 
algunas personas, o no diría falta de lectura (…) sino la falta gravísima y el engaño que hacen al 
pueblo cuando se refieren al texto constitucional saltándose párrafos para que se malinterprete el 
resultado,” detalló durante el programa Contragolpe que transmite Venezolana de Televisión. / La 
magistrada cuestionó que hay quienes pretenden irrespetar la Constitución, al afirmar que debe ser 
el presidente de la Asamblea Nacional,  en este caso Diosdado Cabello, quien debió asumir la 
Presidencia Encargada. / Refirió que el artículo 233 expresa que “mientras se elige y toma posesión 
el nuevo Presidente o nueva Presidenta se encargará de la Presidencia de la República el 
Vicepresidente Ejecutivo o la Vicepresidenta Ejecutiva. Yo estoy leyendo la Constitución, no estoy 
diciendo algo que a mi se me ocurre.” Véase la reseña en 
http://www.vive.gob.ve/actualidad/noticias/designaci%C3%B3n-de-nicol%C3%A1s-maduro-como-
presidente-e-es-constitucional ; y en http://www.el-nacional.com/politica/Luisa-Estella-Morales-
Maduro-Constitucion_0_152387380.html Por lo visto no se percató la magistrada que quien analizó 
la Constitución “saltándose párrafos para que se malinterprete el resultado,” fue ella misma y la Sala 
Constitucional que dictó la sentencia bajo su Ponencia, al ignorar (o saltarse) el primer párrafo sobre 
la falta absoluta del Presidente del artículo 233 que dispone que “Cuando se produzca la falta 
absoluta del Presidente electo o Presidenta electa antes de tomar posesión, se procederá a una nueva 
elección universal, directa y secreta dentro de los treinta días consecutivos siguientes. Mientras se 
elige y toma posesión el nuevo Presidente o la nueva Presidenta, se encargará de la Presidencia de la 
República el Presidente o Presidenta de la Asamblea Nacional.” Tan esa parte fue “saltada” por la 
Sala que luego de copiar el texto íntegro del artículo la sentencia expresa, pura y simplemente que: 
“De la lectura de dicho precepto se observa que cuando se produce la falta absoluta del Presidente 
de la República se habrá de realizar una nueva elección y se encargará de la Presidencia de la 
República el Vicepresidente Ejecutivo o la Vicepresidenta Ejecutiva.” Basta comparar los dos textos 
para saber quién se saltó un párrafo de la norma para malinterpretarla. 

 



absoluta,” consolidando así lo que efectivamente había ocurrido el 5 de marzo de 2013. 
Agregó además la Sala que “El Presidente Encargado debe juramentarse ante la Asamblea 
Nacional,” ratificando así, también, lo que de hecho ya había sido anunciado en el 
gobierno, a pesar de que la misma Sala antes había dicho que el Vicepresidente ya se había 
encargado desde el 5 de marzo de 2013 de la Presidencia. 

Quedaron así muy convenientemente resueltas por el Juez Constitucional todas las 
dudas e incertidumbres pasadas, que ya habían sido resueltas políticamente entre los 
órganos del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo. La Sala Constitucional, una vez más, 
interpretó la Constitución a la medida del régimen autoritario, pero distorsionándola. 

Sobre el futuro que en ee momento era cercano, la Sala Constitucional también pasó a 
resolver de antemano todas las dudas que podían presentarse en el funcionamiento del 
nuevo gobierno de transición sin legitimidad democrática, declarando que al encargarse el 
Vicepresidente Ejecutivo Nicolás Maduro “de la Presidencia de la República […] deja de 
ejercer dicho cargo para asumir la tarea que el referido precepto le encomienda.” Es decir, 
ni más ni menos, dejbaa de ser Vicepresidente encargado de la Presidencia y pasaba a ser 
“Presidente encargado” 

De ello derivó la Sala Constitucional, que en cuanto a la previsión de la condición de 
inelegibilidad establecida en el artículo 229 de la Constitución, según el cual no puede ser 
elegido Presidente de la República quien esté en ejercicio del cargo de Vicepresidente 
Ejecutivo en el día de su postulación o en cualquier momento entre esta fecha y la de la 
elección; la misma – dijo la Sala -, sólo se aplica “mientras el Vicepresidente Ejecutivo o la 
Vicepresidenta Ejecutiva esté en el ejercicio de dicho cargo,” considerando que en dicho 
“supuesto de incompatibilidad” previsto en la norma,  “no está comprendido el Presidente 
Encargado de la República.”  

Por tanto, estableció la Sala, que como “el ahora Presidente Encargado no sigue 
ejerciendo el cargo de Vicepresidente, el órgano electoral competente, una vez verificado el 
cumplimiento de los requisitos establecidos por la ley, puede admitir su postulación para 
participar en el proceso que lleve a la elección del Presidente de la República, sin separarse 
de su cargo,” de manera que “durante dicho proceso electoral, el Presidente Encargado está 
facultado para realizar las altas funciones que dicha investidura trae aparejadas como Jefe 
del Estado, Jefe de Gobierno y Comandante en Jefe de la Fuerza Armada Nacional 
Bolivariana, de acuerdo con la Constitución y las leyes.” 

Y nada más.60 El Tribunal Supremo de Justicia, de nuevo, “legitimó” lo que el gobierno 
autoritario ya había dispuesto, para lo cual  mutó ilegítimamente la Constitución, 
cambiando materialmente la condición de inelegibilidad establecida en la Constitución para 

                                                 
60  La Sala Constitucional, en su sentencia, procedió a “sistematizar las conclusiones vertidas a lo largo 

de esta decisión,” de manera resumida, así: a)  Ocurrido el supuesto de hecho de la muerte del 
Presidente de la República en funciones, el Vicepresidente Ejecutivo deviene Presidente Encargado 
y cesa en el ejercicio de su cargo anterior. En su condición de Presidente Encargado, ejerce todas las 
atribuciones constitucionales y legales como Jefe del Estado, Jefe de Gobierno y Comandante en 
Jefe de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana; / b)  Verificada la falta absoluta indicada debe 
convocarse a una elección universal, directa y secreta; / c)  El órgano electoral competente, siempre 
que se cumpla con los requisitos establecidos en la normativa electoral, puede admitir la postulación 
del Presidente Encargado para participar en el proceso para elegir al Presidente de la República por 
no estar comprendido en los supuestos de incompatibilidad previstos en el artículo 229 
constitucional; / d)  Aurante el proceso electoral para la elección del Presidente de la República, el 
Presidente Encargado no está obligado a separarse del cargo.” Véase en 
http://www.tsj.gov.ve.decisioes/scon/Marzo/141-9313-2013-13-0196.html 



la elección del cargo de Presidente de la República, y además, permitiendo  de antemano, 
también ilegítimamente, que el “Presidente encargado de la República” en el período de 
sucesión presidencial, pudiera participar en la campaña electoral sin separarse del cargo, 
situación que como se dijo, está reservada a los Presientes electos que buscan la reelección, 
y no es aplicable a un Vicepresidente encargado de la Presidencia o a un Presidente 
encargado que no ha sido a su vez ya electo popularmente.  

La decisión de la Sala Constitucional, como lo expresó Jesús María Casal, “se 
construyó a partir de la ficción de que Chávez ejercía su cargo, lo cual sabemos que es 
falso,"61 y como lo consideró Enrique Sánchez Falcón, "atenta contra la Constitución, el 
Estado de Derecho, la Democracia y la paz ciudadana, […] porque ella dice que el 
Vicepresidente no puede participar en las elecciones presidenciales, a menos que se separe 
de ese cargo; y no se puede decir que puede participar porque ya no es Vicepresidente, 
porque él es el encargado de la Presidencia precisamente porque estaba en la 
Vicepresidencia." Consideró Sánchez Falcón que la decisión violaba, además, la 
democracia, en lo que coincidió Jesús María Casal, al expresar que "enrarecía" el clima 
político, pues “parece ir destinada a favorecer o reforzar el ventajismo electoral del que 
venía haciendo gala el Gobierno Nacional en los últimos años y eso obviamente genera 
desconfianza en el proceso electoral."62 

Lo que es cierto, de la polémica, inconstitucional, distorsionante y mutante decisión de 
la Sala Constitucional es que después de ella, sin duda, el Secretario General de la 
Organización de Estados Americanos José Miguel Insulza tendría de nuevo ocasión para 
decir que  “El tema ha sido ya resuelto por los tres poderes del Estado de Venezuela: lo 
planteó el Ejecutivo, lo consideró el Legislativo, y lo resolvió el Judicial"; y podría 
concluir de nuevo que "Las instancias están agotadas y por lo tanto, el proceso que se 
llevará a cabo en ese país es el que han decidido los tres poderes,”63 así esos tres poderes no 
sean independientes ni autónomos entre sí, lo que es indispensable para el funcionamiento 

                                                 
61  No es cierto, por tanto, como lo expresó la profesora Hildegard Rondón de Sansó, que “el presidente 

Chávez al momento de fallecer era un Presidente reelecto y no electo por primera vez, pero además 
estaba en posesión del cargo. Era un Presidente electo que estaba en posesión del cargo para ser 
precisos, pero por esa condición de la posesión del cargo no era esencial la juramentación." Véase 
en Juan Francisco Alonso, “Acusan al TSJ de alentar la desobediencia ciudadana,”en El Universal, 
10-3-2013, en http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/130310/acusan-al-tsj-de-alentar-la-
desobediencia-ciudadana . El Presidente Chávez estaba en posesión del cargo para el cual fue electo 
en 2007 y que duraba hasta el 10 de enero de 2013. En esta fecha, para tomar posesión del cargo de 
Presidente para el período constitucional 2013-2019, tenía que juramentarse ante la Asamblea 
nacional o ante el Tribunal Supremo, y no o hizo. No se puede afirmar seriamente que porque 
hubiera sido electo, estaba “en posesión de su cargo.” Eso, por lo demás, no fue lo que decidió la 
sala Constitucional, que lo que hizo fue declarar que estaba en ejercicio de sus funciones desde el 
período anterior, ratificando, por lo demás el acto de juramentación como un requisito esencial para 
la toma de posesión el cargo.- 

62  Véase Juan Francisco Alonso, “Acusan al TSJ de alentar la desobediencia ciudadana,”en El 
Universal, 10-3-2013, en http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/130310/acusan-al-tsj-de-
alentar-la-desobediencia-ciudadana  

63  Véase en “J. M. Insulza: OEA respeta decisión de los poderes constitucionales sobre la toma de 
posesión del presidente Chávez,” 11-1-2013, en 
http://www.noticierovenevision.net/politica/2013/enero/11/51405=oea-respeta-decision-de-los-
poderes-constitucionales-sobre-la-toma-de-posesion-del-presidente-chavez ; y en 
http://globovision.com/articulo/oea-respeta-cabalmente-decision-del-tsj-sobre-toma-de-posesion-de-
chavez  



de un régimen democrático. Eso, por lo visto, no le importaba a dicho funcionario 
internacional.!! 

Lo que siguió, en todo caso, se ajustó al libreto ya escrito, de manera que una vez 
juramentado ante la Asamblea Nacional como Presidente encargado de la República el día 
8 de marzo de 2013, incluso mediante la colocación de la banda presidencial;64 el mismo 
día, el “Presidente encargado” Nicolás Maduro dictó su segundo Decreto No. 9.401, 
nombrando como Vicepresidente Ejecutivo a quien hasta ese momento había sido Ministro 
de Ciencia  Tecnología, Jorge Arreaza, yerno del fallecido Presidente Chávez;65 el día 9 de 
marzo de 2013, la Presidenta del Consejo Nacional Electoral convocó las elecciones 
presidenciales fijando el 14 de abril para su realización;66 el 11 de marzo de 2013, el 
“Presidente encarado” inscribió su candidatura para dichas elecciones;67 y el mismo día 
dictó el Decreto No. 9.402 delegando en el Vicepresidente recién nombrado un conjunto de 
atribuciones presidenciales,68 con lo cual quedaba más libre para participar en la campaña 
presidencial sin separarse del cargo. 

Si efectuó así en Venezuela, una campaña electoral para la elección presidencial, con 
un candidato del Estado, el Presidente encargado Maduro, apoyado abiertamente por todos 
los poderes del Estado incluyendo el Poder Judicial y financiado groseramente con acceso 
ilimitado a los recursos públicos, a quien se enfrentó el candidato de la oposición, Henrique 
Capriles. Este último ganó la elección el 14 de abril de 2013, aún cuando no para el 
Consejo Nacional Electoral el cual a pesar de todos los cuestionamientos que afectaban de 
nulidad el proceso procedió de inmediato a proclamar a Maduro como Presidente para el 

                                                 
64  En esa oportunidad, el Presidente de la Asamblea Nacional,  que “a pesar de ser un acto necesario, 

el Gobierno hubiera preferido no tener que celebrarlo" Luego de leer el artículo 233 de la 
Constitución sobre las faltas absolutas del Presidente, “Añadió que el vicepresidente de la República 
debe tomar el cargo cuando la falta absoluta se produzca mientras el primer mandatario está e 
funciones. En ese sentido, dijo que Chávez "tenía 14 años mandando", por lo que se justifica la 
continuidad del período presidencial.” Véase en El Universal, 9-3-2013, en 
http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/hugo-chavez-1954-2013/130308/maduro-se-
juramento-como-presidente-encargado  

65  Véase en El Universal, 9-3-2013, en http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/hugo-chavez-
1954-2013/130308/juramentado-jorge-arreaza-como-vicepresidente-de-la-republica . Véase Decreto 
No. 9401 de 8-3-2013 en Gaceta Oficial No. 40.126 de 11-3-2013. 

66  Véase la reseña de Alicia de la Rosa, “CNE convoca elecciones presidenciales para el 14 de abril,”en El 
Universal, Caracas 9-3-2013, en http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/130309/cne-
convoca-elecciones-presidenciales-para-el-14-de-abril   

67 Véase en http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/elecciones-2013/130311/nicolas-maduro-
formaliza-inscripcion-de-su-candidatura-ante-el-cne 

68   En el artículo 1  de dicho decreto se enumeraron las siguientes atribuciones que se delegaron:1. 
Traspasos de partidas presupuestarias; 2. Rectificaciones al presupuesto; 3. Prórroga para la 
liquidación de órganos o entes públicos; 4. Nombramiento de algunos altos funcionarios públicos; 5. 
Afectación para expropiación; 6. Reforma organizacional de entes descentralizados; 7. Puntos de 
cuenta ministeriales sobre las anteriores materias; 8. Dictar decretos y actos autorizados por el 
Presidente de la República y el Consejo de Ministros; 9. Las actuaciones presidenciales como parte 
de cuerpos colegiados; 10. Jubilaciones especiales a funcionarios; 11. Puntos de cuenta ministeriales 
sobre adquisición de divisas; 12. Puntos de cuentas sobre presupuestos de los entes 
descentralizados; 13. Insubsistencias presupuestarias; 14. Exoneraciones del Impuesto al Valor 
Agregado; 15  Exoneraciones del Impuesto sobre la renta. Véase en Gaceta Oficial No. 40.126 de 
11-3-2013. 



período 2013-2019 con una diferencia de menos de un punto69. Y en cuanto al Juez 
Constitucional, la Presidenta de la Sala Constitucional de inmediato, a los dos días después 
de las votaciones y antes de que se formalizaran las impugnaciones, el 17 de abril de 2013 
ya declaraba en la prensa, emitiendo opinión anticipada, que en Venezuela “se eliminó  la 
forma manual de los procesos electorales y en el país el sistema es absolutamente 
sistematizado, por cuya razón  el conteo manual no existe.”70. 

Era el anuncio anticipado de que el Juez Constitucional en Venezuela nada decidiría 
que pudiese modificar la decisión ya tomada por las otras ramas del Poder Público.  

 
New York, mayo 2013 

                                                 
69  El resultado anunciado fue NICOLAS MADURO, 7.575.704 (50,78%) y HENRIQUE CAPRILES 

RADONSKI, 7.302.648 (48,95%). Véase en 
http://www.cne.gob.ve/resultado_presidencial_2013/r/1/reg_000000.html 

70  Véase las declaraciones de Luisa Estela Morales, Presidenta del Tribunal Supremod e Justicia, el 17 
de abril de 2013 en http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/elecciones-2013/130417/para-
la-presidenta-del-tsj-no-existe-el-conteo-manual ; y en  http://globovision.com/articulo/presidenta-
del-tsj-en-venezuela-el-sistema-manual-no-existe-se-ha-enganado-a-la-poblacion  


